
AMPARO EN REVISIÓN: 324/2024, 
RELACIONADO CON LA REVISIÓN 
INCIDENTAL R.I. 251/2024. 

QUEJOSA Y RECURRENTE:
******* ******** *******.

RECURRENTE EN VÍA ADHESIVA:
DIRECTOR DE LO CONTENCIOSO 
DEL CONGRESO DE LA CIUDAD 
DE MÉXICO.

SECRETARIO EN FUNCIONES DE 
MAGISTRADO:
LUIS ENRIQUE GARCÍA DE LA 
MORA.

SECRETARIO:
CHRISTIAN DANIEL MARTÍNEZ 
BARRENA. 

Ciudad de México. Sentencia del Decimonoveno 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 

Circuito, correspondiente a la sesión ordinaria virtual de 

veintisiete de marzo de dos mil veinticinco.

V I S T O S;

Y,

R E S U L T A N D O:

PRIMERO. Mediante escrito presentado en la Oficina 

de Correspondencia Común de Juzgados de Distrito en 

Materia Administrativa, el uno de abril de dos mil veinticuatro, 

****** ******** *******  por propio derecho, promovió juicio 

de amparo contra las autoridades y actos siguientes:
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“III. AUTORIDADES RESPONSABLES.

El Jefe de Gobierno de la Ciudad de México;
 y El Congreso de la Ciudad de México.

IV. OMISIÓN LEGISLATIVA RECLAMADA. 
Al Congreso de la Ciudad De México y el Jefe de 
Gobierno de la Ciudad de México, se reclama: La 
omisión legislativa en competencia de ejercicio 
obligatorio por incumplir con lo establecido en el 
Artículo Vigésimo del Decreto por el que se expidió la 
Constitución Política de la Ciudad de México, el cual 
prevé la obligación de emitir la “legislación relativa a 
los sistemas y programas establecidos” en dicha 
Constitución, en relación con el artículo 9, apartado B 
de la misma, que prevé que las autoridades 
“establecerán un sistema de cuidados”.

SEGUNDO. Por razón de turno la demanda se remitió 

al Juzgado Primero de Distrito en Materia Administrativa en la 

Ciudad de México; por auto de dos de abril de dos mil 

veinticuatro, la radicó y admitió bajo el expediente ********.

TERCERO Realizados los trámites procesales 

correspondientes, el cinco de junio de dos mil veinticuatro, se 

celebró la audiencia constitucional, y acto seguido, se emitió 

la resolución en la que se resolvió lo siguiente:

“Único. Se sobresee en el presente juicio de amparo.”

CUARTO. Inconforme con la resolución anterior, 

******* ******** *******  por propio derecho interpuso 

recurso de revisión.
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QUINTO. Por razón de turno se remitió a este 

Decimonoveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 

del Primer Circuito, mediante acuerdo de presidencia de 

treinta de julio de dos mil veinticuatro, se registró bajo el 

número de expediente R.A. 324/2024, y se dio intervención al 

Ministerio Publico quien no formuló pedimento; asimismo se 

informó que el presente recurso guarda relación con el 

diverso incidental R.A.(I) 251/2024*

SEXTO. Mediante auto de presidencia de quince de 

agosto de dos mil veinticuatro, el Director de lo Contencioso, 

en representación del Congreso de la Ciudad de México, se 

adhirió al presente recurso de revisión.

SÉPTIMO. El quince de noviembre de dos mil 

veinticuatro, se turnó el presente recurso a la ponencia del 

Magistrado Hugo Guzmán López para la elaboración del 

proyecto.

OCTAVO. Mediante proveído de trece de diciembre 

de dos mil veinticuatro, se hizo saber a las partes la nueva 

integración del Decimonoveno Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa para quedar de la siguiente manera: 

Magistrado Miguel Antonio Núñez Valadez (Presidente), 

Magistrado Jesús Alfredo Silva García y Secretario en 

funciones de Magistrado Luis Enrique García de la Mora. En 

consecuencia, los asuntos turnados al magistrado Hugo 

Guzmán López, fueron returnados al secretario en funciones 

referido.

NOVENO. El veinticuatro de enero de dos mil 

veinticinco, se listó el asunto para ser resuelto en sesión 

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



4
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

ordinaria de treinta de enero del mismo año, en la que se 

determinó retirarlo, el veinte de marzo del mismo año, se listó 

nuevamente el asunto para ser resuelto en sesión de esta 

misma fecha.

C O N S I D E R A N D O :

PRIMERO. Competencia. Este tribunal colegiado, 

tiene competencia legal para conocer del presente asunto de 

conformidad con lo ordenado en los artículos 81, fracción I, 

inciso e) y 84 de la Ley de Amparo y 35, fracción II, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

SEGUNDO. Legitimación.  ******* ******** ******* 

tiene legitimación para interponer el recurso de revisión, al 

ser la parte quejosa en el juicio de amparo indirecto 

********.

Por otra parte, el Director de lo Contencioso del 

Congreso de la Ciudad de México tiene legitimación para 

interponer el recurso de revisión adhesiva, pues dicho 

carácter le fue reconocido en auto de once de abril de dos mil 

veinticuatro, en el juicio de amparo ********.

TERCERO. Procedencia. El recurso de que se trata 

es procedente de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 81, 

fracción I, inciso e) de la Ley de Amparo, porque se interpuso 

en contra de la sentencia dictada en audiencia constitucional 

por una Jueza de Distrito.
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CUARTO. Oportunidad. El recurso de revisión fue 

interpuesto dentro del plazo de diez días que prevé el artículo 

86 de la Ley de Amparo, como se muestra a continuación:

a) Fecha en que fue notificada la sentencia recurrida.
b) Data en que surtió efectos la notificación.
c) Día en que fue presentado el recurso de revisión.

          Plazo de diez días para interponer el recurso.

  Días inhábiles.

Por otra parte, la revisión adhesiva fue interpuesta 

dentro del plazo de cinco días establecido en el artículo 82 de 

la Ley de Amparo, en relación con el artículo 19 de ese 

ordenamiento, como se evidencia a continuación:

JUNIO 2024
D L M M J V S

1
2 3 4 5 6

a)
7
b)

8

9 10 11 12 13 14 15
16 17 18 19 20

c)
21 22

23 24 25 26 27 28 29
30

AGOSTO 2024
D L M M J V S

1 2
a)
b)

3

4 5 6 7 8 9
c)

10

11 12 13 14 15 16 17
18 19 20 21 22 23 24
25 26 27 28 29 30 31
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a) Fecha en que fue notificado al auto de admisión.
b)  Data en que surtió efectos la notificación.
c) Día en que fue presentado el recurso de revisión 

adhesiva.

       Plazo de cinco días para interponer el recurso de 
revisión adhesiva.

  Días inhábiles.

QUINTO. Fundamentos y motivos de la sentencia 
recurrida. Previamente a analizar los conceptos de agravio 

planteados, es menester destacar las consideraciones 

esenciales que sustentan el fallo controvertido, que a 

continuación se resumen:

La juzgadora precisó que el acto reclamado era la 

omisión legislativa de dar cumplimiento al artículo Vigésimo 

Transitorio de la Constitución Política de la Ciudad de México, 

respecto a la emisión de una Ley del Sistema de Cuidados de 

la Ciudad de México, en relación con el artículo 9, apartado 

B, de ese ordenamiento legal, atribuido a las autoridades 

responsables Congreso y Jefe de Gobierno, ambos de la 

Ciudad de México. 

La jueza de distrito determinó sobreseer en el juicio, al 

tener por actualizada la hipótesis contenida en el artículo 63, 

fracción IV de la Ley de Amparo, al no acreditarse la omisión 

legislativa consistente en no emitir la Ley de Sistema Integral 

de Cuidados para la Ciudad de México, con motivo de que las 

responsables Congreso y Jefe de Gobierno, ambas de la 

Ciudad de México lo negaron. Además, que conforme a los 

artículos 9°, apartado B y Vigésimo Transitorio de la 

Constitución Política de la Ciudad de México, no existe un 

mandato que establezca de manera precisa el deber de 
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legislar en un determinado sentido, sino únicamente, 

establecer un sistema de cuidados.

El juzgado federal señaló que el Congreso de la 

Ciudad de México es la autoridad legalmente facultada para 

expedir y reformar las leyes aplicables a la capital del país, en 

las materias conferidas al ámbito local y todas aquellas que 

sean necesarias, con el objeto de hacer efectivas las 

facultades concedidas a las autoridades de la Ciudad. 

Que del contenido de los artículos 9°, apartado B y 

Vigésimo transitorio de la Constitución Política de la Ciudad 

de México, se establece que al Congreso de la entidad le fue 

asignado el deber de establecer un sistema de cuidados que 

preste servicios públicos universales, accesibles, pertinentes, 

suficientes, de calidad y desarrolle políticas públicas para el 

ejercicio del derecho al cuidado de los ciudadanos; sin 

embargo, estimó que no se desprende la obligación de 

expedir una ley secundaria relacionada con ello y, para 

corroborarlo, invocó el numeral 13 de la referida constitución 

local, el que -sostuvo- sí prevé dicha obligación de manera 

clara1.

1  Artículo 13.

Ciudad habitable.

A. Derecho a un medio ambiente sano.

1. Toda persona tiene derecho a un medio ambiente sano para su desarrollo y 
bienestar. Las autoridades adoptarán las medidas necesarias, en el ámbito de 
sus competencias, para la protección del medio ambiente y la preservación y 
restauración del equilibrio ecológico, con el objetivo de satisfacer las 
necesidades ambientales para el desarrollo de las generaciones presentes y 
futuras. 
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Que en el artículo transitorio se establece una 

conducta a llevar a cabo de manera obligatoria y precisa, 

mientras que el numeral 9°, inciso B, (cuya omisión legislativa 

se reclama en el presente asunto) no lo establece así, ya que 

la obligación que le atañe a las autoridades responsables se 

limita a la implementación de un sistema de cuidados, sin que 

se establezca de manera expresa un mandato para expedir 

una ley secundaria para su funcionamiento. 

Por otro lado, señaló que debía tenerse por inexistente 

la omisión reclamada a la autoridad responsable Jefe de 

Gobierno de la Ciudad de México, porque negó su existencia 

al rendir informe con justificación; además, refirió que su 

actuación legal estaba acotada a que el congreso local  

hubiere emitido una legislación y, de ese modo, proceder a 

promulgarla y ejecutarla en términos del artículo 30 de la 

Constitución Política de la Ciudad de México2.

2. El derecho a la preservación y protección de la naturaleza será garantizado por las 
autoridades de la Ciudad de México en el ámbito de su competencia, promoviendo 
siempre la participación ciudadana en la materia.

3. Para el cumplimiento de esta disposición se expedirá una ley secundaria que tendrá 
por objeto reconocer y regular la protección más amplia de los derechos de la 
naturaleza conformada por todos sus ecosistemas y especies como un ente colectivo 
sujeto de derechos.

2 Artículo 30.

De la iniciativa y formación de las leyes.

(…) 

4. Cada decreto de ley aprobado por el Congreso de la Ciudad de México será 
remitido a la o el Jefe de Gobierno para su consideración; si ésta o éste tuviere 
observaciones, las remitirá durante los treinta días naturales a partir de su recepción al 
Congreso para su análisis; vencido este plazo el Ejecutivo dispondrá de hasta diez 
días naturales para promulgar el decreto. 

(…)

CAPÍTULO II “DE LA FUNCIÓN EJECUTIVA.

Artículo 32 
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Esta es la sentencia que por esta vía se controvierte.

SEXTO. Estudio revisión principal. En esencia, la 

parte quejosa y recurrente principal hizo valer lo siguiente:

- Que la juez de distrito realizó una interpretación 

restrictiva de los artículos 49, 103 y 107 de la Constitución 

Federal, al sostener que no existe un mandato para 

legislar en materia de un Sistema Integral de Cuidados 

para la Ciudad de México, que deja de observar que 

dichos preceptos han sido interpretados armónicamente 

en diversos juicios de amparo promovidos contra 

omisiones legislativas, con motivo del sobreseimiento 

decretado por otros jueces de distrito en casos análogos.

- Que en el amparo en revisión  ********* la 

Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

analizó si el Congreso de la Unión había incurrido o no en 

omisiones legislativas ante el incumplimiento de lo previsto 

en los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto 

por el que se reforman y adicionan los artículos 16, 17 y 73 

de la Constitución Federal, para lo cual indicó que se 

actualiza una omisión legislativa cuando existen mandatos 

constitucionales que establecen deberes precisos de 

legislar, y que el deber de legislar en determinado sentido 

tenía una fecha límite; la existencia de iniciativas o 

De la Jefatura de Gobierno 

C. De las Competencias.

1. La persona titular de la Jefatura de Gobierno tiene las siguientes 
competencias: “a) Promulgar y ejecutar las leyes y decretos expedidos por el 
Congreso de la Ciudad de México, proveyendo en la esfera administrativa a su 
exacta observancia; (…)”
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procedimientos de dictamen sobre la materia respecto de 

la cual el legislador se encontraba obligado a legislar no 

impide la concurrencia de la omisión legislativa. 

- Que al caso también es aplicable por analogía 

lo sostenido en el amparo en revisión ********, en el que 

la Primera Sala analizó si procede o no sobreseer respecto 

del juicio de amparo promovido en contra de la omisión de 

expedir y armonizar la legislación en materia de 

Declaración Especial de Ausencia para el Estado de 

Michoacán de Ocampo, y si dicha omisión vulneró los 

derechos humanos de la quejosa de índole constitucional y 

convencional.

- En dicha ejecutoria se consideró fundado el 

agravio de la recurrente que afirmó que sí existe un 

mandato constitucional por el cual el Congreso del Estado 

de Michoacán de Ocampo se encuentra obligado a expedir 

y armonizar la legislación en materia de declaración 

especial de ausencia y, por ende, el acto reclamado es 

una omisión legislativa absoluta impugnable a través del 

juicio de amparo indirecto. 

- Que de lo resuelto por la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, se advierte que: 

(i) el mandato constitucional de legislar puede 

encontrarse de manera expresa o implícita en las 

normas constitucionales, ya sea en el texto mismo 

en su derecho transitorio, pues las normas 

transitorias establecen obligaciones, parámetros y 

tiempos para la adecuación de los cambios 
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normativos establecidos por el órgano reformador; 

(ii) la naturaleza de los artículos transitorios es la de 

establecer los lineamientos para el funcionamiento 

de la norma, provisionales o de tránsito, es decir, 

permiten su eficacia al estar dirigidos a una 

cuestión específica que tenderá a la especialización 

de los ámbitos normativos; 

(iii) se actualiza una omisión legislativa cuando 

existen mandatos constitucionales que establecen 

deberes precisos para legislar; y,

(iv) la existencia de iniciativas o procedimientos de 

dictamen sobre la materia respecto de la cual el 

legislador esté obligado a legislar no impide la 

concurrencia de la omisión legislativa, ante la 

existencia del deber de legislar en cierto sentido y 

en una fecha límite.

- En el caso concreto sí hay un mandato 

constitucional de legislar en materia de un sistema de 

cuidados, el cual está expresado en la voluntad del 

constituyente en el artículo Vigésimo Transitorio de la 

Constitución de la Ciudad de México. Asimismo, hay 

iniciativas presentadas por las y los diputados de la I y 

II Legislatura del Congreso local, las cuales no han sido 

sometidas a discusión por las Comisiones Ordinarias 

que lo integran. 

- La Jueza interpretó de manera incorrecta la 

tesis de rubro “OMISIONES LEGISLATIVAS. SU 
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CONCEPTO PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO”, 

pues la Primera Sala, a partir de los precedentes 

emitidos por el Alto Tribunal, destacó que existen 

diferentes tipos de omisiones legislativas (i) absolutas y 

(ii) relativas, y si bien ejemplifica que en el artículo 13 

de la Constitución Local sobre Ciudad Habitable, del 

Derecho a un Medio Ambiente Sano, a su 

consideración, el numeral sí establece dicha obligación 

de manera clara, sin embargo, pierde de vista el 

Artículo Vigésimo Transitorio del Decreto por el que se 

expidió la Constitución Política de la Ciudad de México 

que habla de “la legislación”, se refiere a una ley.

- Cuando el referido Transitorio aborda “relativa 

a los sistemas y programas establecidos en esta 

Constitución” se refiere al Sistema de Cuidados, pues 

en el artículo 9°, apartado B de la constitución 

reconoce como derecho al Derecho al Cuidado, el que 

es garantizado y exigido a través de un Sistema, para 

lo cual se podrá analizar de manera armónica el 

artículo Vigésimo Transitorio así como el referido 

numeral 9°, apartado B de la Constitución. Esto porque 

en el primero impone una obligación al Congreso de la 

Ciudad de México de emitir una legislación del Sistema 

de Cuidados, pues es el facultado de llevar a cabo el 

proceso legislativo y finalmente, del Jefe de Gobierno 

de publicarla a través de la Gaceta Oficial de la Ciudad 

de México y ejecutarla.

- La interpretación de la Jueza de Distrito es 

restrictiva y errada, en violación a los principios de 

tutela judicial efectiva y al contenido del bloque de 
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regularidad constitucional, pues conforme al artículo 

29, inciso D) de la Constitución local, el Congreso es la 

autoridad legalmente facultada para expedir y reformar 

las leyes aplicables a la Ciudad de México en las 

materias conferidas al ámbito local y todas aquellas 

necesarias para hacer efectivas las facultades 

concedidas a las autoridades de dicha Ciudad. 

Asimismo, conforme al numeral 9°, apartado B, “las 

autoridades establecerán un sistema de cuidados que 

preste servicios públicos universales, accesibles, 

pertinentes, suficientes,  de calidad y desarrolle 

políticas públicas”. 

- Que del mismo modo, conforme al artículo 

Vigésimo Transitorio, “la legislación relativa a los 

sistemas y programas establecidos en esta 

Constitución deberá entrar en vigor a más tardar el 31 

de diciembre de 2023. Las autoridades competentes 

realizarán las acciones necesarias para implementar 

estos sistemas a más tardar dentro de los 180 días 

posteriores a la entrada en vigor de la legislación en la 

materia”.

- En el segundo agravio señala que 

interpretación de la Jueza de Distrito al tener por 

inexistente la omisión legislativa relativa a la emisión 

de una Ley de Sistema Integral de Cuidados para la 

Ciudad de México y, por tanto, inimpugnable, soslaya 

la obligación del Estado Mexicano de contar con 

garantías primarias y secundarias para materializar el 

derecho al cuidado en la Ciudad de México.
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- En una parte del tercer agravio aduce que el 

sobreseimiento decretado en la sentencia recurrida, 

infringe en perjuicio de la quejosa el principio pro 

persona, los derechos humanos de igualdad y no 

discriminación, el acceso a una vida digna, la tutela 

jurídica efectiva, así como el derecho humano al 

autocuidado, tutelados por los artículos 1º, 4, 14, 16, 

123 fracción VII, y 133 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 1º y 17 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos; 1º, 2, 3, 5, 6, 11, 

y 13 de la Convención para la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra a Mujer.

- Lo anterior porque como lo expresó en la 

demanda de amparo, la quejosa es una mujer 

cuidadora principal de su madre adulta mayor, lo que a 

su vez ha minado en su cuidado personal o de 

autocuidado debido a que se ve reducido 

considerablemente, por lo que le ha sido socialmente 

más difícil involucrarse en actividades públicas, 

políticas, deportivas, culturales o de recreación, y 

también enfrenta dificultades para desarrollarse en el 

ámbito educativo y de capacitación técnica, pues ha 

tenido que mediar entre su ejercicio profesional como 

de cuidar a su madre.

- En ese sentido, afirma que la ausencia de una 

Ley local que establezca directrices y parámetros 

regulatorios para las políticas de autocuidado, las 

cuales se llevan a cabo a través de otros profesionistas 

y personas, imposibilita jurídica y materialmente, que 

una persona pueda cuidarse y, por ende, garantizar su 

derecho al autocuidado.
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- La omisión legislativa de emitir una Ley del 

Sistema Integral de Cuidados de la Ciudad de México 

impone a la quejosa la obligación de cubrir 

autónomamente servicios que por sí misma no puede 

sufragar para autorrealizarse cuidados intensos y 

especializados; en cambio, el establecimiento de un 

sistema de cuidados a través de una Ley que los regule, 

podría cuidar, asistir y apoyar a quienes así lo requiere, lo 

que supone crear y ampliar servicios, regularlos y las 

condiciones laborales de las personas trabajadoras, formar 

cuidadoras remuneradas, gestionar información y 

promover un cambio cultural.

Como se desprende de los agravios sintetizados, la 

inconforme se duele de la interpretación restrictiva realizada 

por la juez de distrito de los artículos 49, 103 y 107 de la 

Constitución Federal que la llevó a sobreseer en el juicio, 

puesto que del análisis de la sentencia recurrida no se 

advierte que se haya realizado algún ejercicio interpretativo 

de dichos preceptos; a pesar de ello, lo que sí controvierte en 

esta instancia, es la determinación de tener por inexistente la 

omisión legislativa absoluta reclamada a las autoridades 

responsables del Congreso y de la titular del Ejecutivo local, 

de legislar dentro del ámbito de sus respectivas 

competencias, a fin de emitir lo que denomina Ley para el 

Sistema de Cuidados de la Ciudad de México, a efecto que 

pueda acceder a los beneficios que el artículo 9°, apartado B 

de la Constitución de la ciudad reconoce como Derecho al 

Cuidado.

Este Tribunal Colegiado de Circuito estima que tales 

argumentos son fundados para revocar el sobreseimiento que 
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se impugna, puesto la que la existencia, en sí misma, de la 

omisión legislativa es materia del fondo del asunto. 

Dicho en otras palabras, si la violación alegada por la 

quejosa gira en torno a la omisión legislativa que le reprocha 

al Congreso local, el análisis de su eventual existencia se 

relaciona con el fondo de la cuestión plateada; de ahí que le 

asista razón a la inconforme. 

Cobra aplicación la jurisprudencia P./J. 135/20013      

del Pleno de la  Suprema Corte de Justicia de la Nación, del 

rubro y texto siguientes: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI 
SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE 
INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL 
ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las 
causales de improcedencia del juicio de garantías 
deben ser claras e inobjetables, de lo que se 
desprende que si se hace valer una en la que se 
involucre una argumentación íntimamente 
relacionada con el fondo del negocio, debe 
desestimarse.”

Al efecto, este órgano colegiado considera que es 

necesario pronunciarse respecto de las aseveraciones 

formuladas por la recurrente adhesiva que se vinculan con la 

procedencia del recurso4.

3 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Enero de 2002, 
página 5. Registro digital: 187973.
4 Ver jurisprudencia 2a./J. 153/2012 (10a.), publicada en el Tesis del rubro y 
texto siguientes: “REVISIÓN ADHESIVA. QUIEN LA HACE VALER PUEDE 
EXPRESAR AGRAVIOS RELATIVOS A LA PROCEDENCIA DE LA 
PRINCIPAL. El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, en la jurisprudencia P./J. 69/97, de rubro: "REVISIÓN ADHESIVA. 
CUANDO EN SUS AGRAVIOS SE PLANTEA LA IMPROCEDENCIA DEL 
JUICIO DE GARANTÍAS, ÉSTOS DEBEN ANALIZARSE PREVIAMENTE A 
LOS EXPRESADOS EN LA REVISIÓN PRINCIPAL.", sostuvo que la 
procedencia, como presupuesto procesal, es de estudio preferente por ser una 
cuestión de orden público. Ahora bien, como los presupuestos procesales 

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



17
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

Pues bien, debe desestimarse el único agravio de la 
revisión adhesiva en el que la autoridad sostiene la 

legalidad del sobreseimiento decretado por la jueza federal, 

pues como ya se vio, tal circunstancia está relacionada 

estrechamente con el fondo del asunto.

Sin que al efecto pase inadvertido que las autoridades 

sostengan que lo reprochado al Titular del Poder Ejecutivo 

Local, así como al Congreso de la Ciudad de México, 

constituye una omisión; no obstante, esto al ser un tema de 

fondo, en su caso se analizará más adelante.

Ante lo fundado de los argumentos hechos valer en el 

recurso principal, se levanta el sobreseimiento decretado y 

este tribunal colegiado de circuito reasume jurisdicción en el 

juicio de amparo indirecto.

SÉPTIMO. Reasunción de jurisdicción. En términos 

del artículo 93, fracciones I y V, este Tribunal reasume 

jurisdicción y procede a analizar las causas de improcedencia 

que no fueron estudiadas por la a quo.

La autoridad responsable, Jefa de Gobierno de la 

Ciudad de México, señala que en el caso se actualiza la 

causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción 

XII de la Ley de Amparo5, debido a que la quejosa no acredita 

constituyen requisitos indispensables para tramitar con eficacia jurídica un 
proceso o, en su caso, pronunciar la resolución de fondo, es válido afirmar que 
quien interpone la revisión adhesiva puede expresar agravios relativos a la 
procedencia de la revisión principal, cuyo estudio es preferente, pues aun 
cuando, conforme a los criterios sustentados por el Pleno de esta Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, el recurso de revisión adhesiva no es un medio 
de impugnación, sí permite informar al tribunal ad quem sobre la existencia de 
situaciones que hagan improcedente el recurso de revisión.”

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XV, diciembre de 
2012, Tomo 1, página 834. Registro digital: 2002395.
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tener un interés legítimo para acudir al juicio constitucional, 

ya que el acto reclamado no le genera una afectación a un 

derecho subjetivo o a su esfera jurídica ya sea directa o 

derivada de su situación particular respecto del orden jurídico, 

sino que cuenta con un interés simple que implica el interés 

ciudadano por la legalidad que de ninguna forma la faculta 

para accionar en el juicio de amparo.

Es infundada dicha causal.

Esto es así, ya que la quejosa sí está legitimada para 

elevar vía amparo indirecto su reclamo; se explica: 

Con la credencial de elector que exhibió la 

promovente, se acredita que tiene domicilio en el lugar en el 

cual rige la Constitución Política de la Ciudad de México, por 

lo que forma parte de la colectividad a la que afecta la 

omisión legislativa reclamada en el juicio de amparo.

Así pues, la solicitante de amparo sí es titular de un 

interés legítimo para la promoción del juicio de amparo, 

porque si bien no se señala que cuenta con alguna 

discapacidad o ser un adulto mayor que la haga susceptible 

de requerir del sistema de cuidados al que hace referencia la 

constitución local, si expresa las razones por las cuales 

considera que si los proporciona al ser cuidadora de su 

progenitora que refiere es un adulto mayor, por lo que 

5 Artículo 61. El juicio de amparo es improcedente:
(…)

XII. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos o legítimos del quejoso, 
en los términos establecidos en la fracción I del artículo 5° de la presente Ley, 
y contra normas generales que requieran de un acto de aplicación posterior al 
inicio de su vigencia; (…)

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



19
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

válidamente puede sostenerse que la promovente es titular 

del derecho al cuidado6.

Además, de conformidad con el texto del artículo 1º, 

fracción I de la Ley de Amparo, cualquier omisión que viole 

derechos humanos es susceptible de hacerse justiciable por 

la vía de amparo, lo que en el caso acontece, ya el acto 

impugnado consiste en el reclamo de una omisión legislativa 

atribuida al Congreso y al Jefe de Gobierno ambos de la 

Ciudad de México, referente al cumplimiento de lo ordenado 

en el artículo VIGÉSIMO transitorio en relación con el 

numeral 9 apartado B, de la Constitución Política de la 

Ciudad de México, respecto a la emisión de una Ley del 

Sistema de Cuidados de la Ciudad de México, por lo que toda 

omisión sobre el desarrollo programático y principialista de 

los Estados Constitucionales se puede atribuir a las 

autoridades del Estado.

6 Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el 
amparo directo 6/2023, 8 en sesión de dieciocho de octubre de dos mil 
veintitrés, señaló:

 “(…) Como parte de ese proceso, la Comisión Interamericana de 
Mujeres de la Organización de los Estados Americanos se dio a la tarea de 
crear la Ley Modelo Interamericana de Cuidados, una herramienta que tiene 
como objetivo proporcionar a los Estados de la región el fundamento jurídico 
para asegurar el derecho al cuidado. En este instrumento se establece que 
“[t]oda persona, en atención a su situación de dependencia, tiene derecho a 
recibir cuidados de calidad para garantizar su desarrollo integral a lo largo de 
su ciclo vital y a brindar cuidados en condiciones de igualdad, dignidad, 
corresponsabilidad y autocuidado. Algunas de las directrices y principios más 
relevantes, son los siguientes:

i. Principio de corresponsabilidad: se refiere a la responsabilidad 
que comparten el Estado, gobiernos locales, sector privado, comunidad, 
hombres y mujeres, generaciones entre sí, y cualquier persona en la sociedad, 
de involucrarse en redes de cuidado. 

ii. Titulares del derecho al cuidado: resalta que principalmente 
lo tienen las personas en situación de dependencia, es decir, quienes 
requieren apoyo para desarrollar sus actividades y necesidades básicas 
diarias —entre ellas, personas con discapacidad que carecen de 
autonomía para desarrollar actividades y atender por sí mismas sus 
necesidades básicas de la vida diaria, personas mayores de sesenta 
años y personas dependientes con enfermedad grave o crónica—; así 
como las personas que provean trabajos de cuidados.”
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Por tanto, si la quejosa reclama la omisión a una 

obligación impuesta a las responsables, se genera una 

presunción de inconstitucionalidad que se encuentra obligada 

a desvirtuar la responsable, pues la simple inactividad de las 

autoridades del Estado puede fomentar la creación o 

mantenimiento de efectos jurídicos adversos o atentatorios de 

derechos humanos.

Sirve de apoyo a lo anterior, en su esencia, el criterio 

jurisprudencial de la Primera Sala del Alto Tribunal del país, 

Undécima Época, Materias(s): Administrativa, Común, Tesis: 

1a./J. 80/2023 (11a.)7, que se cita: 

“OMISIONES ADMINISTRATIVAS CON FUENTE 
EN SEDE INTERNACIONAL. PUEDEN 
RECLAMARSE MEDIANTE EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO.

 Hechos: Diversas personas, físicas y morales, 
presentaron demanda de amparo indirecto en contra 
de tres autoridades encargadas de la protección del 
ambiente y de los recursos hídricos del Estado, de 
quienes reclamaron la omisión de adoptar medidas 
en aras de preservar los recursos hídricos del 
Acuífero Principal de la Región Lagunera clave 0523 
en el Estado de Coahuila de Zaragoza, Región 
Hidrológico Administrativa Cuencas Centrales del 
Norte. Seguida la secuela procesal correspondiente, 
el Juzgado de Distrito del conocimiento sobreseyó 
en el juicio por falta de interés legítimo de la parte 
quejosa. En contra de esa determinación, se 
interpuso recurso de revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación considera que las 
autoridades administrativas incurren en una omisión 
para efectos del juicio de amparo cuando hay 
incumplimiento de una obligación establecida en una 
disposición internacional en materia de derechos 
humanos adoptada por el Estado Mexicano. 

7 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 26, Junio de 2023, 
Tomo IV, página 3570. Registro digital: 2026534.
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Justificación: Lo anterior porque: (1) cualquier 
omisión que viole derechos humanos es susceptible 
de hacerse justiciable por la vía de amparo, con 
fundamento en el artículo 1o., fracción I, de la ley de 
la materia; (2) toda afección silenciosa u omisión 
sobre el desarrollo programático y principialista de 
los Estados Constitucionales contemporáneos 
puede atribuirse a las autoridades del Estado; (3) los 
derechos humanos, con independencia de su sede –
nacional o internacional–, integran el bloque de 
constitucionalidad mexicano, de conformidad con el 
artículo 1o. de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; (4) los derechos 
humanos son susceptibles de aplicarse 
directamente por cualquier órgano jurisdiccional; (5) 
los tratados internacionales deben ser aplicados 
directamente, no sólo por integrar el bloque de 
constitucionalidad en materia de derechos humanos, 
sino porque forman parte de la Ley Suprema de la 
Unión a la luz del artículo 133 constitucional; (6) de 
acuerdo con el artículo 26 de la Convención de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados, todo 
tratado vigente obliga a las partes que los suscriben 
y debe ser cumplido de buena fe, razón por la cual 
no pueden invocarse normas de derecho interno 
para justificar su violación o incumplimiento; (7) 
cuando se combate la falta de ejercicio de las 
facultades de una autoridad se genera una 
presunción de inconstitucionalidad que se encuentra 
obligada a desvirtuar; y, (8) porque la simple 
inactividad de las autoridades del Estado puede 
fomentar la creación o mantenimiento de efectos 
jurídicos adversos al bloque de constitucionalidad.”

Por otro la lado, la autoridad responsable, Congreso 

de la Ciudad de México, sostiene que se actualiza la hipótesis 

prevista en el artículo 61, fracción XXIII de la Ley de Amparo, 

en relación con el diverso 107, fracción II, Constitucional, 

pues refiere que la eventual concesión de amparo 

transgrediría el principio de relatividad de las sentencias que 

rige a la acción de amparo.
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Afirma que de estimar procedente el juicio de amparo 

en contra de una omisión legislativa, en caso de conceder la 

protección Constitucional a la parte quejosa, se obligaría a la 

autoridad legislativa a reparar esa omisión, es decir, a legislar 

dando efectos generales a la ejecutoria de amparo, lo que 

implicaría la creación de una ley que es de carácter general, 

abstracta y permanente, que vincularía no sólo a los 

promoventes del amparo y a las autoridades responsables, 

sino a todos los gobernados y autoridades cuya actuación 

tuviera relación con la norma creada, lo se apartaría del 

principio de relatividad tutela la Constitución Federal.

Este Tribunal Colegiado considera que contrario a lo 

que manifiesta la autoridad responsable, siguiendo a los 

reiterados precedentes de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, en que se ordena a los órganos jurisdiccionales 

estudiar únicamente los argumentos de las partes y, en su 

caso, conceder el amparo sólo para el efecto de que se 

restituyan los derechos violados de los quejosos, se 
determinó que no resulta relevante para esos efectos, el 
hecho de que una sentencia concesoria eventualmente 
pudiera traducirse también en alguna ventaja o beneficio 
para personas que no fueron parte del litigio 
constitucional. 

Lo anterior implica que los jueces de amparo no 

pueden ordenar directamente en sus resoluciones o 

sentencias la protección de los derechos de personas que no 

hayan acudido al juicio de amparo; sin embargo, es admisible 

que al proteger a los quejosos indirectamente y de manera 

eventual, se beneficie a terceros ajenos a la controversia 

constitucional. 
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En efecto, así lo ha sostenido el Máximo Tribunal del 

País:

  “(…) En ese sentido, esta Segunda Sala 
estima que el precepto 107, fracción II, párrafo 
primero, de la Constitución Federal, debe 
interpretarse de la manera más favorable para la 
persona, por lo que, lejos de asumirse una 
concepción “purista” o “absoluta” del principio de 
relatividad, deben admitirse ciertas excepciones a su 
operabilidad, a fin de maximizar tanto el derecho 
humano de acceso a la tutela jurisdiccional efectiva, 
como el diverso principio de supremacía 
constitucional. 

Lo anterior significa que, si bien los jueces y 
tribunales de amparo no pueden ordenar 
directamente en sus sentencias la protección de los 
derechos de personas que no fueron parte en el 
juicio, lo cierto es que resulta constitucionalmente 
admisible que, al proteger a los quejosos, 
indirectamente y de manera eventual, se beneficie a 
terceros ajenos a la controversia constitucional. 

Tal y como acontece en tratándose de la protección 
de los intereses difusos o colectivos cualificados, 
pues como se ha expuesto, la generalidad de los 
efectos que, en su caso, derive de la concesión 
protectora en el juicio de amparo –ante la 
insubsistencia de la Convocatoria para la Integración 
de la Asamblea Consultiva del Consejo Nacional 
para el Desarrollo y la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación, el treinta y uno de enero de dos mil 
diecisiete –, no sería más que una consecuencia 
“indirecta” de la naturaleza de la violación 
constitucional reclamada por el quejoso, en tanto 
esos efectos supra individuales atienden, 
precisamente, al reclamo de intereses que atañen a 
"un grupo, categoría o clase en conjunto", es decir, 
que ´son indivisibles´ (…)”8

8 Amparo en revisión 241/2018.
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 “(…) Con todo, esta Suprema Corte reitera 
que el principio de relatividad de las sentencias de 
amparo debe ser reinterpretado a la luz del nuevo 
marco constitucional con la finalidad de que dicho 
mecanismo procesal pueda cumplir con la función 
constitucional que le está encomendada: la 
protección de todos los derechos fundamentales de 
las personas. En este orden de ideas, esta Primera 
Sala entiende que el principio de relatividad ordena 
a los tribunales de amparo estudiar únicamente los 
argumentos de las partes—supliéndolos si así 
procediera— y, en su caso, conceder el amparo sólo 
para el efecto de que se restituyan los derechos 
violados de los quejosos, sin que sea relevante para 
efectos de la procedencia del juicio el hecho de que 
una sentencia estimatoria eventualmente pudiera 
traducirse también en alguna ventaja o beneficio 
para personas que no fueron parte del litigio 
constitucional. Lo anterior implica que los jueces de 
amparo no pueden ordenar directamente en sus 
sentencias la protección de los derechos de 
personas que no hayan acudido al juicio de amparo, 
sin embargo, es perfectamente admisible que al 
proteger a los quejosos, indirectamente y de manera 
eventual, se beneficie a terceros ajenos a la 
controversia constitucional. (…)9 

De lo transcrito se desprende que el Alto Tribunal 

consideró que el principio de relatividad de las sentencias de 

amparo fue reinterpretado a la luz del nuevo marco 

constitucional, con la finalidad de que dicho mecanismo 

procesal pudiera cumplir con la función que la constitución 

federal le encomienda: la protección de todos los derechos 

fundamentales de las personas.

Estableció que aunque los tribunales de la federación 

debían estudiar únicamente los argumentos de las partes y, 

en su caso, conceder el amparo sólo para el efecto de que se 

restituyan los derechos violados de los quejosos, no era 

relevante para efectos de la procedencia del juicio, el hecho 

9 Amparo en revisión 1359/2015.
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de que una sentencia concesoria eventualmente pudiera 

traducirse también en alguna ventaja o beneficio para 

personas que no fueron parte del litigio constitucional. 

Lo anterior implica que los jueces de amparo no 

pueden ordenar directamente en sus sentencias la protección 

de los derechos de personas que no hayan acudido al juicio 

de amparo; sin embargo, es perfectamente admisible que al 

proteger a la parte quejosa, indirectamente y de manera 

eventual, se beneficie a terceros ajenos a la controversia 

constitucional.

Consideraciones que se reflejan en la tesis aislada 1a. 

XXI/2018 (10a.)10, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, de contenido siguiente: 

“PRINCIPIO DE RELATIVIDAD. SU 
REINTERPRETACIÓN A PARTIR DE LA 
REFORMA CONSTITUCIONAL DE 10 DE JUNIO 
DE 2011. A partir de la reforma de junio de 2011 al 
juicio de amparo se amplió el espectro de protección 
de dicho mecanismo procesal, de tal manera que 
ahora es posible proteger de mejor forma los 
derechos fundamentales que tengan una dimensión 
colectiva y/o difusa. Así, el juicio de amparo que 
originalmente fue concebido para proteger derechos 
estrictamente individuales y exclusivos, ahora 
también puede utilizarse para proteger derechos con 
una naturaleza más compleja. Por esa razón, 
recientemente esta Primera Sala ha reconocido la 
necesidad de reinterpretar el principio de relatividad 
de las sentencias de amparo, puesto que mantener 
la interpretación tradicional de dicho principio en 
muchos casos acabaría frustrando la finalidad 
sustantiva del juicio de amparo: la protección de 
todos los derechos fundamentales. Por lo demás, la 
necesidad de dicha reinterpretación se ha hecho 
especialmente patente en casos recientes en los 

10 Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 52, Marzo de 2018, 
Tomo I, página 1101.
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que esta Suprema Corte ha analizado violaciones a 
derechos económicos, sociales y culturales, puesto 
que si se mantuviera una interpretación estricta del 
principio de relatividad, en el sentido de que la 
concesión del amparo nunca puede suponer algún 
tipo de beneficio respecto de terceros ajenos al 
juicio, en la gran mayoría de los casos sería muy 
complicado proteger este tipo de derechos en el 
marco del juicio de amparo, teniendo en cuenta que 
una de sus características más sobresalientes es 
precisamente su dimensión colectiva y difusa. Con 
todo, las consideraciones anteriores no significan 
que la reforma constitucional de 10 de junio de 2011 
haya eliminado el principio de relatividad, sino 
solamente que debe ser reinterpretado. En este 
orden de ideas, esta Primera Sala entiende que el 
principio de relatividad ordena a los tribunales de 
amparo estudiar en las sentencias únicamente los 
argumentos de las partes -supliéndolos si así 
procediera- y, en su caso, conceder el amparo sólo 
para el efecto de que se restituyan los derechos 
violados de los quejosos, sin que sea relevante para 
efectos de la procedencia del juicio el hecho de que 
una sentencia estimatoria eventualmente pudiera 
traducirse también en alguna ventaja o beneficio 
para personas que no fueron parte del litigio 
constitucional. Lo anterior implica que los jueces de 
amparo no pueden ordenar directamente en sus 
sentencias la protección de los derechos de 
personas que no hayan acudido al juicio de amparo, 
sin embargo, es perfectamente admisible que al 
proteger a los quejosos, indirectamente y de manera 
eventual, se beneficie a terceros ajenos a la 
controversia constitucional.” 

Bajo el contexto anotado, si la concesión del amparo a 

la parte quejosa pudiera, aunque de manera indirecta, 

generar algún beneficio o ventaja a personas que no fueron 

parte en el juicio, no se actualiza la causa de improcedencia 

prevista en el artículo 61, fracción XXIII de la ley de la 

materia, en relación con el 107, fracción II, de la Constitución 

Federal.
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Sin que para lo anterior se pase por alto la reforma 

Constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación 

el quince de septiembre de dos mil veinticuatro,  en la que se 

modificó la fracción II del artículo 107 de la Norma 

Fundamental. Si bien el supuesto de procedencia del juicio 

de amparo al que se hace referencia en dicha porción 

normativa pervive, como se evidencia en el siguiente cuadro 

comparativo:

TEXTO ANTERIOR TEXTO VIGENTE

“Artículo 107. Las 
controversias de que 
habla el artículo 103 de 
esta Constitución, con 
excepción de aquellas en 
materia electoral, se 
sujetarán a los 
procedimientos que 
determine la ley 
reglamentaria, de 
acuerdo con las bases 
siguientes:

(…)
II. Las sentencias que se 
pronuncien en los juicios 
de amparo sólo se 
ocuparán de los quejosos 
que lo hubieren solicitado, 
limitándose a ampararlos 
y protegerlos, si 
procediere, en el caso 
especial sobre el que 
verse la demanda. 

Cuando en los juicios de 
amparo indirecto en 
revisión se resuelva la 
inconstitucionalidad de 
una norma general, la 

“Artículo 107. Las 
controversias de que 
habla el artículo 103 de 
esta Constitución, con 
excepción de aquellas en 
materia electoral, se 
sujetarán a los 
procedimientos que 
determine la ley 
reglamentaria, de 
acuerdo con las bases 
siguientes: 

(…)
II. Las sentencias que se 
pronuncien en los juicios 
de amparo sólo se 
ocuparán de personas 
quejosas que lo hubieren 
solicitado, limitándose a 
ampararlas y protegerlas, 
si procediere, en el caso 
especial sobre el que 
verse la demanda. 
Tratándose de juicios de 
amparo que resuelvan la 
inconstitucionalidad de 
normas generales, en 
ningún caso las 
sentencias que se dicten 
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Suprema Corte de 
Justicia de la Nación lo 
informará a la autoridad 
emisora correspondiente. 

(…).” 

fijarán efectos generales. 
No procederá el juicio de 
amparo contra adiciones 
o reformas a esta 
Constitución. 

(…).”

Lo aquí argumentado de ninguna manera implica que 

se otorgue un amparo con efectos generales. Solo se 

analizan los argumentos de la quejosa y se otorga el amparo 

respecto a su esfera jurídica.

El hecho de que existen externalidades no cambia 

esta cuestión, en atención a las consideraciones expuestas 

en la citada tesis XXI/2018, cuyas consideraciones subsisten 

con el texto constitucional vigente.

Por lo expuesto, debe desestimarse la causa de 

improcedencia en análisis.

Concluido el estudio de las causas de improcedencia 

que no fueron analizadas por la juez de amparo y al no 

advertir de oficio alguno que en el caso se actualice, lo que 

procede es el análisis del fondo del asunto por haberse 

revocado el sobreseimiento decretado en la sentencia 

recurrida.

OCTAVO. Estudio de fondo. Previamente a analizar 

los conceptos de violación formulados por la quejosa, resulta 

relevante señalar en qué consiste una omisión legislativa, 

para estar en aptitud de resolver la problemática planteada en 

ese asunto. 
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Para ello, este apartado se dividirá en dos secciones, 

en la primera se aludirá al concepto y a los alcances de la 

omisión legislativa y,  posteriormente,  se llevará a cabo el 

examen  de la problemática planteada a la luz de las 

siguientes consideraciones.

I. Omisión legislativa y el juicio de amparo.

En un primer precedente, conviene destacar que al 

resolver el amparo en revisión 134/2021, la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo, entre 

otras cosas, lo siguiente:

“(…)

89. Para ello debemos tomar en cuenta que a 
partir de la reforma constitucional de dos mil once, 
así como la expedición de la Ley de Amparo, vigente 
a partir de dos mil trece, se ampliaron los supuestos 
de procedencia del juicio de amparo para incluir, 
además de leyes y actos, omisiones de autoridad 
que puedan vulnerar los derechos humanos.

90. Con motivo de lo anterior, esta Suprema 
Corte reconoció la procedencia del juicio de amparo 
contra omisiones legislativas, definiéndolas como 
aquella obligación al legislador derivada de un 
mandato constitucional que establezca el deber 
preciso de legislar en un determinado sentido y 
esa obligación haya sido incumplida total o 
parcialmente:

“JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES 
PROCEDENTE CONTRA OMISIONES 
LEGISLATIVAS. De una interpretación sistemática 
de la fracción I del artículo 103 y la fracción VII del 
artículo 107 de la Constitución, en conexión con la 
fracción II del artículo 107 de la Ley de Amparo, se 
desprende que el juicio de amparo indirecto es 
procedente contra omisiones legislativas 
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propiamente dichas, es decir, cuando exista un 
mandato constitucional que establezca de manera 
precisa el deber de legislar en un determinado 
sentido y esa obligación haya sido incumplida total o 
parcialmente. En efecto, si el Poder Legislativo 
puede considerarse autoridad responsable para 
efectos del juicio de amparo y la Constitución acepta 
que las omisiones pueden ser actos reclamados, en 
principio esta Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia considera que desde una óptica 
constitucional el juicio de amparo indirecto es 
procedente contra omisiones legislativas. Con todo, 
para poder sostener de manera concluyente que el 
juicio de amparo indirecto es procedente, además 
debe descartarse que ese impedimento procesal 
pueda desprenderse de los principios 
constitucionales que disciplinan al juicio de amparo. 
En este orden de ideas, se estima que en este caso 
no se vulnera el principio de relatividad porque dicho 
principio debe ser reinterpretado a la luz del nuevo 
marco constitucional que disciplina al juicio de 
amparo y, por tanto, es perfectamente admisible que 
al proteger a la persona que ha solicitado el amparo 
de manera eventual y contingente se pueda llegar a 
beneficiar a terceros ajenos a la controversia 
constitucional. De todo lo anterior, se desprende que 
el juicio de amparo indirecto es procedente para 
combatir omisiones legislativas absolutas.”

91. Asimismo, se estableció que dichas 
omisiones pueden ser de diversos tipos: por un lado, 
de ejercicio obligatorio o potestativo, y además, 
pueden ser absolutas o relativas. Combinando 
dichos tipos, se han identificado en cuatro clases:

a) Absolutas en competencias de ejercicio 
obligatorio, cuando el órgano legislativo tiene la 
obligación o mandato de expedir una determinada 
ley y no lo ha hecho;

b) Relativas en competencias de ejercicio 
obligatorio, cuando el órgano legislativo emite una 
ley teniendo una obligación o un mandato para 
hacerlo, pero lo realiza de manera incompleta o 
deficiente;

c) Absolutas en competencias de ejercicio 
potestativo, en las que el órgano legislativo decide 
no actuar debido a que no hay ningún mandato u 
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obligación que así se lo imponga; y,

d) Relativas en competencias de ejercicio 
potestativo, en las que el órgano legislativo decide 
hacer uso de su competencia potestativa para 
legislar, pero al emitir la ley lo hace de manera 
incompleta o deficiente.

92. Finalmente se consideró que, en el juicio de 
amparo, únicamente son reclamables los incisos a) 
y b) que consisten en aquellas omisiones 
legislativas, absolutas o relativas, de ejercicio 
obligatorio, pues en los demás casos, si bien 
pudiera existir una competencia legislativa de 
carácter potestativo que no se decidió utilizar, al no 
existir un mandato constitucional que establezca con 
toda claridad el deber de legislar, la conducta de la 
autoridad carecería de toda relevancia jurídica:

“OMISIONES  LEGISLATIVAS.  SU  CONCEPTO  
PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO. Esta 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación considera que en el marco del juicio de 
amparo sólo habrá una omisión legislativa 
propiamente dicha cuando exista un mandato 
constitucional que establezca de manera precisa el 
deber de legislar en un determinado sentido y esa 
obligación haya sido incumplida total o parcialmente. 
En efecto, en caso de no existir un mandato 
constitucional que establezca con toda claridad el 
deber de legislar, la conducta de la autoridad 
carecería de toda relevancia jurídica para efectos 
del juicio de amparo, de ahí que en esta vía 
procesal no tenga mucho sentido hablar de 
omisiones de ejercicio potestativo. Por último, es 
importante aclarar que autoridades distintas al 
Congreso de la Unión también podrían estar 
constitucionalmente obligadas a emitir normas 
generales, abstractas e impersonales.”

93. Centrándonos pues, en las omisiones 
legislativas impugnables en el juicio de amparo, esto 
es, de ejercicio obligatorio, debemos tener presente 
que una omisión absoluta con estas características 
implica un reclamo al órgano legislativo por no dar 
cumplimiento alguno a un mandato exigible; 
mientras que la relativa, conlleva un actuar del 
legislador que se atribuye deficiente o incompleto al 
cumplir con la obligación.
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94. Es decir, para actualizarse una omisión 
relativa, a diferencia de la absoluta, es necesario 
que exista un acto del legislador, generado a partir 
de la obligatoriedad de la orden de legislar.

95. De esta manera no podrá hablarse de 
omisión relativa, si el incumplimiento de legislar se 
atribuye a una disposición expedida previamente a 
que se generará dicha obligación. En estos casos, 
estaríamos en presencia de una omisión absoluta, 
porque el incumplimiento no derivaría de las normas 
anteriores, sino de la falta de adecuación legislativa 
a partir de la obligatoriedad.

96. Definido lo anterior, debemos tener presente 
que cuando hablamos de omisiones legislativas de 
ejercicio obligatorio, pueden existir varias 
condiciones dependiendo del contenido de la 
obligación.

97. Es decir, la obligación puede consistir en 
legislar sobre una materia, expedir una norma en 
concreto, incluso, establecer o modificar un artículo 
en específico -cuando así se establezca 
expresamente-, o como en este caso, adecuar las 
normas al mandato constitucional.

98. Siendo entonces, que el primer punto 
relevante, es determinar en qué consiste la 
obligación de legislar, a fin de estar en condiciones 
de examinar si el legislador la incumplió. 
Posteriormente, se debe identificar si lo que se 
reclama es una omisión relativa o absoluta.

99. Cuando se trata de una omisión relativa, 
como se dijo, lo que se cuestiona es un actuar 
incompleto del legislador, por lo que es dable 
reclamar la omisión parcial de manera destacada o 
a través de un precepto o cuerpo normativo 
concreto, al ser donde se atribuye el deficiente 
cumplimiento a la obligación.

100. En este caso, el acto reclamado podrá ser la 
propia norma, cuerpo o cuerpos normativos a los 
que se atribuya la deficiencia, y el análisis debe 
constreñirse a verificar si su contenido colmó en 
suficiencia lo exigido.
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101. Es orientador al caso, que el Tribunal Pleno 
en diversas acciones de inconstitucionalidad, ha 
establecido que, si bien dicho medio de control 
constitucional abstracto no es procedente contra 
omisiones del legislador de expedir una ley, por no 
constituir una norma general que, por lo mismo, no 
ha sido promulgada ni publicada; tal criterio no 
aplica cuando se alegan omisiones parciales 
resultado de una deficiente regulación de normas, 
pues en este caso sí es procedente.

102. Lo anterior, de conformidad con el criterio 
jurisprudencial del Pleno de esta Suprema Corte de 
rubro y texto siguiente:

“ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD. SI BIEN 
ES IMPROCEDENTE CONTRA UNA OMISIÓN 
ABSOLUTA EN LA EXPEDICIÓN DE UNA LEY, 
NO LO ES CUANDO AQUÉLLA SEA 
RESULTADO DE UNA DEFICIENTE 
REGULACIÓN DE LAS NORMAS RESPECTIVAS. 
El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación ha sostenido que la acción de 
inconstitucionalidad es improcedente contra la 
omisión de los Congresos de los Estados de expedir 
una ley, por no constituir una norma general que, 
por lo mismo, no ha sido promulgada ni publicada, 
los cuales son presupuestos indispensables para la 
procedencia de la acción. Sin embargo, tal criterio 
no aplica cuando se trate de una omisión parcial 
resultado de una deficiente regulación de las normas 
respectivas.”

103. Por lo mismo, en tratándose de omisiones 
legislativas absolutas, lo que se analiza es la 
carencia de actividad total por parte del legislador al 
mandato obligatorio; siendo relevante determinar en 
qué consiste dicha obligación, para analizar su 
existencia.

104. A diferencia de las acciones de 
inconstitucionalidad donde no son materia de 
análisis las omisiones legislativas, sino normas 
promulgadas y publicadas, en el amparo, como se 
advirtió, sí es posible reclamarlas de manera directa. 
De esta manera, su impugnación en el juicio de 
amparo, entonces, no puede partir de normas o 
artículos en vigencia, pues su reclamo deberá ser la 
actitud pasiva de la autoridad legislativa para colmar 

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



34
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

la exigencia.

105. Es decir, no podrá hablarse o analizarse una 
omisión legislativa absoluta si en la demanda de 
amparo se reclamaron como actos, normas o 
artículos existentes – se trataría de una omisión 
relativa-; solamente podrá analizarse de esta 
manera, si se reclama como tal, la omisión absoluta 
del legislador a cumplir un mandato obligatorio, pues 
lo que se está aduciendo es que el legislador no ha 
actuado en forma alguna, cuando puede hacerlo de 
muchas formas, dada su libertad configurativa.

106. Esto no quiere decir que no sea posible 
impugnar en el juicio de amparo omisiones 
legislativas absolutas de ejercicio obligatorio, pues 
esta Suprema Corte ya ha tenido oportunidad de 
analizarlas e incluso conceder el amparo; sin 
embargo, en esos casos, en la demanda de amparo 
no se cuestiona como acto reclamado una norma o 
artículo en concreto, sino la omisión absoluta de la 
autoridad legislativa.

107. Ahora bien, cuando esto se cuestione, 
bastará la existencia del contenido normativo exigido 
para considerar que no se materializa la omisión, 
incluso habiendo acontecido, si durante el juicio de 
amparo se emite, daría lugar al sobreseimiento del 
juicio por cesación de efectos, al tenor del siguiente 
criterio de la Segunda Sala:

“OMISIONES LEGISLATIVAS ABSOLUTAS. 
PROCEDE SOBRESEER EN EL JUICIO DE 
AMPARO POR CESACIÓN DE EFECTOS, 
CUANDO DURANTE SU TRAMITACIÓN LA 
AUTORIDAD LEGISLATIVA EMITE LA 
NORMATIVIDAD QUE SE ENCONTRABA 
OBLIGADA CONSTITUCIONALMENTE A 
EXPEDIR. El artículo 61, fracción XXI, de la Ley de 
Amparo prevé que el juicio es improcedente cuando 
hayan cesado los efectos del acto reclamado. Esta 
causal de improcedencia está determinada por la 
imposibilidad de alcanzar el fin que justifica la 
existencia e importancia del juicio de amparo, 
consistente en obtener la reparación constitucional, 
lo cual se logra, cuando el acto es de carácter 
negativo, constriñendo a la autoridad responsable a 
que obre en el sentido de respetar el derecho de 
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que se trate y cumplir lo que le era 
constitucionalmente exigible. Por tanto, si la omisión 
legislativa absoluta consiste en un acto de carácter 
negativo por el incumplimiento del deber de legislar 
o de proveer en la esfera administrativa un debido 
acatamiento, es lógico que si durante la tramitación 
del juicio de amparo la autoridad cumple con el 
mandato constitucional a que estaba sujeta, 
expidiendo la normatividad correspondiente, deja de 
existir el acto omisivo reclamado y, en 
consecuencia, al cesar sus efectos, debe 
sobreseerse en términos del artículo 61, fracción 
XXI, en relación con el diverso 63, fracción V, ambos 
de la Ley de Amparo.”

108. Finalmente, debemos tomar en cuenta que, 
ante un reclamo de esta naturaleza, lo que se 
cuestiona es la actitud pasiva del legislador, por 
lo que, regresando al contenido de la obligación, 
sí ésta no es precisa sobre la manera de 
implementar la legislación, el legislador 
mantiene su margen amplio de actuación y su 
libertad configurativa; pues, entre menos preciso 
sea el mandato, el margen de libertad será más 
amplio.

109. Presuponer que la obligación debe ser 
colmada de un modo específico, aun cuando la 
exigencia no lo imponga así, sin duda, se tornaría 
una intromisión injustificada, pues en tanto no se 
contravenga la obligación, no se podría condicionar 
a una pauta determinada. (…)”

De las consideraciones transcritas derivaron, 

respectivamente, las jurisprudencias 1a./J. 63/2022 (11a.) y 

1a./J. 172/2023 (11a.) del rubro y texto siguientes: 

 “OMISIONES LEGISLATIVAS RELATIVAS Y 
ABSOLUTAS DE EJERCICIO OBLIGATORIO. 
NOTAS DISTINTIVAS PARA COMBATIRLAS EN 
EL JUICIO DE AMPARO. 

Hechos: Una comunidad indígena promovió 
demanda de amparo indirecto reclamando la 
inconstitucionalidad de los artículos 6o., párrafo 
primero, 10, párrafos primero y cuarto, 15 y 19, 
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fracciones I, II, IV, V y VIII, de la Ley Minera, y como 
acto de aplicación el otorgamiento de diversos 
títulos para la explotación y exploración de 
minerales sobre las tierras que ésta habita. El 
Juzgado de Distrito del conocimiento determinó, en 
suplencia de la queja, la existencia de una omisión 
legislativa de ejercicio obligatorio toda vez que, a su 
juicio, el legislador federal omitió adecuar dicho 
ordenamiento conforme al mandato constitucional 
del artículo segundo transitorio de la reforma al 
artículo 2o. de la Constitución General, relativo a la 
consulta previa, libre e informada de las 
comunidades indígenas. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación considera que cuando 
en la demanda de amparo no se advierta la voluntad 
de la parte quejosa para combatir una omisión 
legislativa absoluta, no puede realizarse su estudio, 
en suplencia de la queja, a partir del análisis de la 
inconstitucionalidad de una norma general que sí fue 
combatida. 

Justificación: Cuando se habla de omisiones 
legislativas de ejercicio obligatorio, pueden existir 
varias condiciones dependiendo del contenido de la 
obligación. Esto es, la obligación puede consistir en 
legislar sobre una materia, expedir una norma en 
concreto, incluso, establecer o modificar un artículo 
en específico –cuando así se establezca 
expresamente–, o adecuar las normas al mandato 
constitucional. Por lo que el primer punto relevante, 
es determinar en qué consiste la obligación de 
legislar, a fin de estar en condiciones de examinar si 
el legislador la incumplió. Posteriormente, se debe 
identificar si lo que se reclama es una omisión 
relativa o absoluta. La omisión absoluta implica un 
reclamo al órgano legislativo por no dar 
cumplimiento alguno a un mandato exigible; 
mientras que la relativa, conlleva un actuar del 
legislador que se atribuye deficiente o incompleto al 
cumplir con la obligación. Así, cuando se trata de 
una omisión relativa, lo que se cuestiona es el 
actuar incompleto del legislador, por lo que es dable 
reclamar la omisión parcial en un precepto o cuerpo 
normativo concreto, al ser donde se atribuye el 
deficiente cumplimiento a la obligación. En este 
caso, el acto reclamado podrá ser la propia norma, 

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



37
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

cuerpo o cuerpos normativos a los que se atribuya la 
deficiencia, y el análisis debe constreñirse a verificar 
si su contenido colmó en suficiencia lo exigido. Por 
el contrario, en tratándose de omisiones legislativas 
absolutas, lo que se analiza es la carencia total de 
actividad por parte del legislador al mandato 
obligatorio; siendo relevante determinar en qué 
consiste dicha obligación, para analizar su 
existencia. De esta manera, su impugnación en el 
juicio de amparo, entonces, no puede partir de 
normas o artículos en concreto, pues su reclamo 
deberá ser la actitud pasiva de la autoridad 
legislativa para colmar la exigencia. Es decir, no 
podrá hablarse o analizarse una omisión legislativa 
absoluta si en la demanda de amparo se reclamaron 
como actos, normas o artículos existentes –se 
trataría de una omisión relativa–; solamente podrá 
analizarse de esta manera, si se reclama como tal la 
omisión absoluta del legislador de cumplir un 
mandato obligatorio, pues lo que se está aduciendo 
es que el legislador no ha actuado en forma alguna; 
condición que no puede desprenderse de una norma 
específica, dada su libertad configurativa. En estos 
casos bastará la existencia del contenido normativo 
exigido para considerar que no se materializa la 
omisión, incluso habiendo acontecido, si durante el 
juicio de amparo se emite, lo que daría lugar al 
sobreseimiento del juicio por cesación de efectos. 
Asimismo, cuando se trate de una omisión de estas 
características, debe advertirse la voluntad de la 
parte quejosa de reclamar la inactividad total del 
legislador, de lo contrario se estaría frente a la figura 
de la suplencia de la queja, la cual no tiene el 
alcance para modificar los actos reclamados, pues 
ello implicaría alterar la litis. Finalmente, debemos 
tomar en cuenta que, ante un reclamo de esta 
naturaleza, lo que se cuestiona es la actitud pasiva 
del legislador, por lo que, regresando al contenido 
de la obligación, sí ésta no es precisa sobre la 
manera de implementar la legislación, el legislador 
mantiene su margen amplio de actuación y su 
libertad configurativa; pues, entre menos preciso sea 
el mandato, el margen de libertad será más amplio. 
Presuponer que la obligación debe ser colmada de 
un modo específico, aun cuando la exigencia no lo 
imponga así, sin duda, se tornaría una intromisión 
injustificada, pues en tanto no se contravenga la 
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obligación, no se podría condicionar a una pauta 
determinada.”.

“OMISIÓN LEGISLATIVA DE CUMPLIR CON 
OBLIGACIONES ESTABLECIDAS EN UNA 
DISPOSICIÓN CONVENCIONAL O 
INTERNACIONAL. SE CONFIGURA CUANDO 
EXISTA UN MANDATO CONSTITUCIONAL 
DERIVADO DE LOS COMPROMISOS 
INTERNACIONALES ADQUIRIDOS POR EL 
ESTADO MEXICANO QUE OBLIGUEN A LOS 
PODERES DEL ESTADO MEXICANO A 
ADECUAR SU NORMATIVA INTERNA. 

Hechos: Varias personas físicas, en su calidad de 
víctimas indirectas y representantes de una víctima 
directa del delito de desaparición cometida por 
particular, promovieron juicio de amparo indirecto en 
contra del Congreso del Estado de Michoacán de 
Ocampo, de quien reclamaron la omisión legislativa 
absoluta de armonizar y expedir la ley en materia de 
Declaración Especial de Ausencia para dicha 
entidad. El Juez de Distrito del conocimiento 
sobreseyó en el juicio, al considerar que no había un 
mandato constitucional expreso al Congreso de 
Michoacán, por lo que no existía la omisión 
legislativa absoluta que se le reclamaba. 
Inconforme, la parte quejosa interpuso recurso de 
revisión. 

Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación considera que una 
omisión legislativa propiamente dicha también se 
actualiza cuando exista un mandato constitucional –
derivado de los compromisos internacionales 
adquiridos por el Estado Mexicano al suscribir 
tratados internacionales en materia de derechos 
humanos– que obligue a los Poderes del Estado a 
adecuar su régimen normativo de conformidad con 
esos estándares internacionales y dicha obligación 
haya sido total o parcialmente incumplida.
 
Justificación: La obligación derivada del artículo 1o. 
constitucional y de los tratados internacionales 
implica la promoción de los derechos humanos 
protegidos a nivel internacional a través de la 
emisión de leyes. Así, la falta de una ley implica la 
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violación a la obligación de adoptar medidas cuando 
la legislación es indispensable, esto es, una 
ausencia normativa se convierte en omisión ante la 
existencia de la obligación de legislar.”.

Conforme al criterio sostenido en la ejecutoria y en las 

jurisprudencias reproducidas, se obtiene que si bien a partir 

de la reforma constitucional de dos mil once y la Ley de 

Amparo vigente a partir de dos mil trece, se ampliaron los 

supuestos de procedencia del juicio de amparo para incluir, 

además de leyes y actos, omisiones de autoridad que puedan 

vulnerar los derechos humanos, la Primera Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación reconoció la 

procedencia del juicio de amparo contra omisiones 

legislativas, definiéndolas como aquella obligación del 

legislador derivada de un mandato constitucional que 

establezca el deber preciso de legislar en un determinado 

sentido, cuya obligación haya sido incumplida total o 

parcialmente.

Estableció que dichas omisiones pueden ser de 

diversos tipos, por un lado, de ejercicio obligatorio o 

potestativo y, además, pueden ser absolutas o relativas.

Así, combinando los tipos de omisiones, éstas han 

sido identificadas por el Alto Tribunal del país en cuatro 

clases:

a) Absolutas en competencias de ejercicio 

obligatorio, cuando el órgano legislativo tiene la 

obligación o mandato de expedir una determinada ley 

y no lo ha hecho;

b) Relativas en competencias de ejercicio obligatorio, 
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cuando el órgano legislativo emite una ley teniendo 

una obligación o un mandato para hacerlo, pero lo 

realiza de manera incompleta o deficiente;

c) Absolutas en competencias de ejercicio 

potestativo, en las que el órgano legislativo decide no 

actuar debido a que no hay ningún mandato u 

obligación que así se lo imponga; y,

d) Relativas en competencias de ejercicio 

potestativo, en las que el órgano legislativo decide 

hacer uso de su competencia potestativa para legislar, 

pero al emitir la ley lo hace de manera incompleta o 

deficiente.

Asimismo, la Primera Sala del más Alto Tribunal ha 

señalado que a través del juicio de amparo, únicamente son 

reclamables los casos mencionados en los incisos a) y b), 

que consisten en aquellas omisiones legislativas, absolutas o 

relativas, de ejercicio obligatorio, pues en los demás casos, si 

bien pudiera existir una competencia legislativa de carácter 

potestativo que no se decidió utilizar, al no existir un mandato 

constitucional que establezca con toda claridad el deber de 

legislar, la conducta de la autoridad carecería de toda 

relevancia jurídica.

De igual modo, el Máximo Tribunal dispuso que 

tratándose de las omisiones legislativas impugnables en el 

juicio de amparo, esto es, de ejercicio obligatorio, debe 
tenerse presente que una omisión absoluta con estas 

características implica un reclamo al órgano legislativo 

porque no da cumplimiento alguno a un mandato exigible, 
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mientras que la relativa conlleva un actuar del legislador que 

se atribuye deficiente o incompleto al cumplir con la 

obligación, es decir, para actualizarse una omisión relativa, a 

diferencia de la absoluta, es necesario que exista un acto del 

legislador, generado a partir de la obligatoriedad de la orden 

de legislar.

En ese sentido, hay que destacar que la Primera Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, ha sostenido 

que para que se actualice la omisión en que incurre una 
autoridad debe existir previamente la obligación, por lo 

que un acto omisivo atribuido a la autoridad, 

independientemente de las afirmaciones de la parte quejosa 

y las manifestaciones de la responsable, será cierto o 

inexistente, en función de las obligaciones y facultades 

constitucionales que ineludiblemente está constreñida a 

realizar, sea en vía de consecuencia de un acto jurídico 

previo que lo origine, o bien, en forma aislada y espontánea 

sin que tenga como presupuesto una condición, y no 

simplemente por el solo hecho de incurrir en la omisión por sí 

misma a partir de criterios subjetivos. 

Sirve de apoyo en la parte conducente, la tesis aislada 

1a. XXIV/9811, de la Primera Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación, del tenor siguiente: 

“ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA 
ESTAR EN APTITUD DE PRECISAR SU CERTEZA 
O FALSEDAD, DEBE ACUDIRSE EN PRINCIPIO A 
LAS NORMAS LEGALES QUE PREVÉN LA 
COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD PARA 
DETERMINAR SI EXISTE O NO LA OBLIGACIÓN 

11 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VII, 
Junio de 1998, página 53, Materias Común y Administrativa. Registro digital 
196080.
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DE ACTUAR EN EL SENTIDO QUE INDICA EL 
QUEJOSO. Para que se actualice la omisión en que 
incurre una autoridad debe existir previamente la 
obligación correlativa, conforme lo dispongan las 
normas legales; por tanto, un acto omisivo atribuido 
a la autoridad, como puede ser que el presidente de 
la República, no haya sancionado un acuerdo 
expedido por un secretario de Estado, 
independientemente de las afirmaciones de la 
quejosa y las manifestaciones de la responsable, 
será cierto o inexistente, en función de las 
obligaciones y facultades constitucionales que 
ineludiblemente está constreñida a realizar, sea en 
vía de consecuencia de un acto jurídico previo que 
lo origine, o bien, en forma aislada y espontánea sin 
que tenga como presupuesto una condición; y no 
simplemente por el solo hecho de incurrir en la 
omisión por sí misma con criterios subjetivos. En 
estas circunstancias, para estar en aptitud de 
precisar la certeza o falsedad de un acto de 
naturaleza omisiva cuando se le imputa a 
determinada autoridad, debe acudirse en principio a 
las normas legales que prevén su competencia para 
verificar si en realidad está obligada a realizar esa 
conducta, es decir, antes de pronunciarse sobre una 
posible omisión es necesario identificar si existe 
obligación jurídica de actuar en la forma que la 
quejosa indica, porque de no ser así se llegaría a la 
conclusión errónea de que cualquier omisión 
reclamada fuera cierta soslayando la exigencia 
objetiva de que se debe obrar en determinado 
sentido, que después de todo puede servir como 
referencia para iniciar el análisis de certeza de 
actos.” 

Ahora, por lo que hace a esta temática, cabe traer a 
colación lo fallado en sesión de veintitrés de mayo de 
dos mil veinticuatro, en donde este Tribunal Colegiado se 
pronunció con relación a la actualización o no de una 
omisión legislativa y si ésta generaba una violación a 
derechos humanos.
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En dicho precedente, de inicio se hizo hincapié de la 

gran variedad de precedentes emitidos por la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, en los que se ha ocupado de definir 

a la omisión legislativa y su relación con el juicio de amparo.

Se expuso a manera de ejemplo, que en los amparos 

en revisión 1359/2015 y 439/2023, la Corte señaló que las 

omisiones pueden ser un acto de autoridad; por lo que, para 

efectos del juicio de amparo, había que distinguir entre actos 

negativos y omisiones. Los actos negativos no están 

vinculados con el cumplimiento de una obligación. Sin 

embargo, la característica necesaria para que se pueda 

hablar de una omisión es que exista un deber y que se haya 

incumplido con dicha obligación.

Además, se explicó que la Suprema Corte también ha 

distinguido diferentes tipologías de omisiones, así como ha 

clarificado de qué forma deben de analizarse dicha tipología 

en relación con su impugnación en el juicio de amparo. En 

principio, se ha señalado explícitamente que pueden existir al 

menos tres tipos de omisiones en función del ámbito de 

competencia de las autoridades a quienes se atribuye el 

incumplimiento de un deber: administrativas, judiciales y 
legislativas12.

Que en relación con las omisiones legislativas el 

Máximo Tribunal ha tenido especial cuidado en su 

conceptualización y clasificación. En la contradicción de tesis 

249/2017, el Tribunal Pleno señaló que la omisión legislativa 

es un fenómeno complejo que ha sido ampliamente abordado 
12 Véase la tesis aislada 1a. XVIII/2018 (10a.) de rubro “TIPOS DE OMISIONES 
COMO ACTOS DE AUTORIDAD PARA FINES DEL JUICIO DE AMPARO”, 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 52, marzo de 
2018, Tomo I, pág. 1107. Registro digital 2016428.

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



44
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

en el derecho comparado y en la doctrina. Entre los múltiples 

aspectos a debate -dijo- se encuentran no sólo los elementos 

que la configuran y sus efectos, sino también la forma en que 

debe ser definida y categorizada conceptualmente. 

Sobre este último aspecto, se estableció que para el 

Pleno, se han identificado distintas clasificaciones; por 

ejemplo, se ha dicho que existen omisiones legislativas 

absolutas y relativas, así como omisiones legislativas en 

sentido estricto o en sentido amplio, en razón de los sujetos 

involucrados (al contemplar sólo al Poder Legislativo –

estricto– o también incluir otros órganos al que se les asignan 

competencias materialmente legislativas –amplio–), de sus 

condiciones de aplicación (sujeta a temporalidad o a 

condición), del tipo de deber legislativo involucrado, etcétera.

Que esto quiere decir que, para la Suprema Corte, en 

primer lugar, cabe tener cuidado en no confundir el concepto 

“omisión legislativa” únicamente con la omisión atribuida a los 

órganos encargados de emitir una ley; esto, pues puede 

existir omisiones de deberes de legislar en las que incurran 

otros órganos materialmente legislativos.  

Es decir, que la omisión (en razón de los sujetos 

involucrados) no sólo puede tener como consecuencia la no 

emisión de una norma de rango legal competencia de un 

Poder Legislativo, sino de cualquier tipo de norma. La 

condición, se insiste, para que exista omisión es que se 

incumpla un deber de contenido legislativo/normativo y el 

deber pudo haber consistido en emitir un reglamento o una 

diversa norma secundaria. Es por eso que, en la doctrina, se 
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dice que existe el concepto omisión legislativa en sentido 

amplio y omisión legislativa en sentido estricto.

En segundo lugar, se dijo que la omisión legislativa se 

ha clasificado en omisiones absolutas y omisiones relativas, 

en competencias de ejercicio facultativo u obligatorio (solo 

será omisión cuando sea una de carácter obligatorio). La 

omisión absoluta se refiere a un incumplimiento total del 

deber de contenido legislativo por parte del órgano al que se 

asignó dicha obligación. La omisión relativa implica una 

actuación deficiente por parte del órgano legislativo en 

relación con el contenido de dicho mandato legislativo.

Que la omisión legislativa se da cuando el respectivo 

órgano al que se le atribuyó la obligación no emitió ninguna 

norma para cumplir con dicho deber; y una omisión legislativa 

se presenta cuando, si bien se emitió o existe una norma o 

conjunto de normas que buscaron satisfacer el mandato 

legislativo, tal actuación es deficiente ya que a partir de tal o 

tales normas no se acató de manera integral el contenido del 

deber de legislar impuesto.

En tercer lugar, se señaló que la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación también ha distinguido las 
omisiones en razón del tipo de fundamento del mandato 
de legislar. En otras palabras, un deber de legislar puede 

tener como fundamento una norma constitucional (que, por 

ejemplo, obliga al legislador a emitir una ley federal o 

general), pero también ese tipo de mandatos de emitir un 

contenido legislativo puede establecerse en otro tipo de 

normas, por ejemplo, en un tratado internacional (cuando 

éste no integra materialmente a la Constitución) o en una ley 
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secundaria (para obligar, por ejemplo, al presidente u otro 

órgano jurídico a emitir una normatividad secundaria). 

Razón por la cual, se dijo que los deberes de emitir 

cierto contenido legislativo no son propios o exclusivos de la 

Constitución, sino también pueden establecerse en otro tipo 

de normatividad, por ejemplo, una ley general; por lo cual, en 

este tipo de casos, más bien parte del análisis de la omisión 

dependerá si en dicha normatividad era válido o no imponer 

dicho mandato de legislar (en sentido amplio) a ese 

respectivo órgano.

Esta distinción, aunque no de manera explícita, se 

identifica en la jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación13; en particular, en el citado amparo en revisión 

1350/2015 se sostuvo que “en el marco del juicio de amparo 

sólo habrá una omisión legislativa propiamente dicha 

cuando exista un mandato constitucional que establezca de 

manera precisa el deber de legislar en un determinado 

sentido y esa obligación haya sido incumplida total o 

parcialmente. En efecto, en caso de no existir un mandato 

constitucional que establezca con toda claridad el deber de 

legislar, la conducta de la autoridad carecería de toda 

relevancia jurídica para efectos del juicio de amparo, de ahí 

que en esta vía procesal no tenga mucho sentido hablar de 

omisiones de ejercicio potestativo”14. Aquí no se dijo que este 

13 Otro ejemplo es lo fallado por la Segunda Sala en el amparo en revisión 332/2018. 
Ahí, se dijo expresamente que “que el amparo es procedente cuando se reclama una 
omisión legislativa o reglamentaria, siempre y cuando exista un mandato 
constitucional o legal que obligue a una autoridad y éste no se haya ejecutado.
En ese tenor, cuando se impugna la omisión legislativa o reglamentaria debe 
demostrarse que el deber de actuar de la autoridad en cierto sentido existe, es 
decir, que hay un mandato de carácter general que obliga a la autoridad a expedir 
una norma y, en ese sentido, quien tenga interés legítimo puede acudir a reclamar el 
no actuar de la autoridad”.
14 Criterio que se reflejó en la tesis 1a. XX/2018 (10a.), publicada en la Gaceta del 
Semanario Judicial de la Federación. Libro 52, Marzo de 2018, Tomo I, página 1100, 
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tipo de omisión fuera el único posible, sino se definió lo que 

consistía la omisión legislativa propiamente dicha; a saber, la 

omisión legislativa en sentido estricto en razón del 

fundamento del mandato legislativo.

Se dijo, que el Alto Tribunal cuenta con un importante 

precedente en el que, sin considerar una norma de un tratado 

internacional como parte de la Constitución (al no establecer 

un derecho humano), determinó que se incurría en una 

omisión legislativa que cabía ser reparada mediante el juicio 

de amparo. En el amparo en revisión 805/2018, la Primera 

Sala resolvió que el Presidente de la República y el Congreso 

de la Unión, en el ámbito de sus respectivas competencias, 

incurrieron en una omisión legislativa al no haber tipificado 

como delito en el Código Penal Federal las conductas 

señaladas en el artículo 4, incisos a) y b), de la Convención 

Internacional sobre la Eliminación de todas las Formas de 

Discriminación Racial.

Que la Suprema Corte ha tenido especial cuidado, 

porque no debe confundirse el no cumplimiento de un deber 

de contenido legislativo con la posible declaratoria de 

inconstitucionalidad (ya sea por incumplir de manera genérica 

un contenido de rango constitucional o violar el principio de 

legalidad, cuya identificación en términos genéricos se ha 

dado en medios de control abstracto como la acción de 

inconstitucionalidad) o si tal omisión causa o no una violación 

a un derecho humano, que, por ejemplo, pueda ser objeto de 

análisis a través del juicio de amparo.

de rubro: “OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES DEL JUICIO 
DE AMPARO”.
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Por lo que tratándose de un medio de control como el 

juicio de amparo, en la contradicción de tesis 249/2017, el 

Pleno de la Corte señaló explícitamente que “la omisión 

legislativa en sentido estricto, como especie de un acto de 

autoridad, no es una inacción o indebido actuar del Poder 

Legislativo cuya naturaleza, concurrencia e irregularidad 

constitucional sea autoevidente y pueda ser apreciada de la 

simple lectura del escrito de demanda, de los escritos 

aclaratorios o de los documentos que se anexan a esas 

promociones. Por el contrario, este tipo de omisión surge 

cuando el Poder Legislativo incumple una obligación 

constitucional válida de legislar; por lo que para dar lugar a 

una sentencia estimatoria que implique una orden de legislar, 

se debe identificar no sólo la existencia del deber de legislar y 

su incumplimiento, sino también que esa omisión supone una 

vulneración a los derechos humanos del quejoso”15.

Que como lo aclaró la Corte en una nota al pie de la 

propia sentencia, que para poder otorgar el amparo no basta 

que concurra el acto omisivo reclamado (identificar la 

existencia de la omisión legislativa), sino que debe estar 

presente la violación a un derecho humano para que pueda 

ordenarse la restitución correspondiente mediante la 

sentencia de amparo. 

Que lo anterior, implica una distinción conceptual, 

pues una vez advertida la existencia de una omisión 

15 Estas consideraciones se reflejaron y dieron lugar a la tesis P./J. 2/2022 (10a.), 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 12, Abril de 
2022, Tomo I, página 9, de rubro: “JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. CUANDO SE 
IMPUGNA UNA OMISIÓN LEGISLATIVA EN SENTIDO ESTRICTO DEL PODER 
LEGISLATIVO, NO SE ACTUALIZA UNA CAUSAL MANIFIESTA E INDUDABLE DE 
IMPROCEDENCIA CON MOTIVO DEL PRINCIPIO DE RELATIVIDAD DE LAS 
SENTENCIAS”.
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legislativa, si se opta por reclamar a través de un juicio de 

amparo, su reparación está condicionada, como cualquier 

otro acto reclamado, a que se genere la violación de un 
derecho humano del promovente de la demanda tras 

haberse acreditado un interés legítimo, por lo que no debe 

confundirse el que se identifique la existencia de una omisión 

legislativa con que, para efectos de poder ordenarse una 

reparación mediante la sentencia de amparo, debe 

acreditarse que ese incumplimiento del deber de legislar 

vulnera un derecho humano.

Además, este Tribunal Colegiado estableció que 

conforme a precedentes de la Suprema Corte de Justicia de 

la Nación, en juicios de amparo donde se tiene como acto 

reclamado una omisión legislativa, la respuesta no es 

autoevidente, por lo su examen requiere un análisis peculiar, 

pues para dar lugar a una sentencia estimatoria se tiene que 

identificar la existencia del deber legislativo, su 

incumplimiento y la violación a un derecho humano con 

motivo de dicha omisión legislativa.

Se dijo que al momento de emitirse dicha ejecutoria, 

no era viable responder si la obligación no es de índole 

constitucional o si el deber legislativo que en su caso existiera 

ya se encuentra solventado con motivo de la emisión de la 

diversa Ley Nacional del Registro de Detenciones.

Finalmente en esa línea de pensamiento, se debe 
tener en cuenta a su vez el último criterio sustentado por 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, al resolver el Recurso de Revisión AR 459/202416, 

16 https://www2.scjn.gob.mx/ConsultasTematica/Detalle/335897

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



50
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

en sesión de veintisiete de noviembre de dos mil 
veinticuatro, en el que analizó la configuración de la 
omisión legislativa atribuida al Congreso de la Unión, con 
motivo del deber de modificar una ley federal.

En dicha ejecutoria,  en la parte que interesa para este 

estudio, la Segunda Sala consideró que en la actualidad es 

reconocido que las autoridades pueden afectar los derechos 

de las personas a partir de la realización de actos positivos, o 

bien, a través de actos negativos u omisiones.

Señaló, que el Tribunal Pleno al resolver la 

controversia constitucional 14/2005, estableció una 

clasificación entre omisiones legislativas, las cuales dijo 

pueden ser absolutas y relativas y explicó en qué consistían 

cada una de ellas.

Que para considerar que existe una omisión 

legislativa, tradicionalmente, se ha considerado que la 

obligación de expedir una ley determinada debe encontrarse 

de manera expresa o implícita en las normas 

constitucionales, así sea en su texto mismo o en su derecho 

transitorio.

Que de conformidad con sendos precedentes, como el 

sustentado por la Primera Sala al resolver el amparo en 

revisión 1359/2015, en el que determinó que, en el marco del 

juicio de amparo, sólo habrá una omisión legislativa 

propiamente dicha cuando exista un mandato 
constitucional que establezca de manera precisa el deber 

de legislar en un determinado sentido y dicha obligación haya 
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sido incumplida total o parcialmente. En caso contrario, la 

omisión de la autoridad legislativa carecería de relevancia 

jurídica para efectos del juicio de amparo.

Que la Segunda Sala en el amparo en revisión 

1144/2019, estableció que el deber de legislar en 

determinado sentido podía encontrarse en los artículos 

transitorios de una reforma constitucional, y que también se 

ha estimado que el mandato de legislar puede derivar de 

convenciones internacionales en materia de derechos 

humanos, tal como lo consideraron de manera similar la 

Primera y Segunda Salas de este Alto Tribunal en los 

amparos en revisión 439/2023 y 1144/2019, respectivamente.

La referida Segunda Sala destacó que al resolver el 

amparo en revisión 332/2018,  analizó un caso de omisión 

legislativa, en el que si bien sobreseyó en el asunto, sostuvo 

que, atendiendo a la reforma constitucional en materia de 

derechos humanos de seis de junio de dos mil once, así 

como al decreto que expidió la nueva Ley de Amparo de dos 

de abril de dos mil trece, por lo que actualmente es factible 

considerar que el amparo es procedente cuando se reclama 

una omisión legislativa o reglamentaria, siempre y cuando 

exista un mandato constitucional o legal que obligue a una 

autoridad y éste no se haya ejecutado.

Que cuando se impugna una omisión legislativa o 

reglamentaria debe demostrarse que el deber de actuar de la 

autoridad en cierto sentido existe, es decir, que hay un 

mandato de carácter general que obliga a la autoridad a 

expedir una norma y, en ese sentido, quien tenga interés 

legítimo puede acudir a reclamar el no actuar de la autoridad, 

de tal manera que el requisito indispensable para emprender 
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el estudio de inconstitucionalidad de una norma por omisión 

legislativa es que exista un mandato expreso de la 

Constitución o de una ley, dirigido al legislador.

Que dicha Sala en el amparo en revisión 494/2023, 

determinó la existencia de una omisión reglamentaria 

absoluta, derivada del incumplimiento de un mandato de 

reglamentación contenido en el artículo cuarto transitorio del 

Decreto de reformas a la Ley General de Salud., en función 

de lo cual, se destacó que “[e]l hecho de que la omisión 

reglamentaria no provenga directamente de un mandato 

constitucional, no resta relevancia constitucional, por el 

contrario, si con dicha inacción se afecta la eficacia de un 

derecho fundamental, como la libertad de comercio, estamos 

ante esta omisión de carácter inconstitucional. La relevancia 

no radica en el instrumento en el que se establece el 

mandato, sino en el derecho que está destinado a 

garantizar.”

II. A partir de lo anterior, este Tribunal Colegiado 
procede al análisis del caso concreto.

En el caso, se debe precisar que el dolor de la quejosa 

se sustenta en la transgresión en su perjuicio al derecho 

humano al cuidado que se encuentra reconocido en el 

artículo 9, párrafo B, de la Constitución Política de la Ciudad 

de México, en que ha incurrido la autoridad responsable 

Congreso de la Ciudad de México, al omitir legislar al 

respecto, es decir, se trata del reclamo de una omisión 

legislativa derivada de un mandato a una legislación en el 

ámbito local.
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Por ese motivo resulta necesario tener en cuenta  los 

puntos más relevantes del proceso legislativo que dieron 

origen a la norma general local cuya omisión se reclama, que 

son los siguientes:

 Derivado de la reforma política de la Ciudad de 

México de veintiséis de enero de dos mil dieciséis y con la 

finalidad de emitir la Constitución de la Ciudad de México, el 

cinco de junio del dos mil dieciséis se convocó a elecciones 

extraordinarias para elegir una Asamblea Constituyente, para 

la elaboración y entrega del Proyecto de Constitución.

 El quince de septiembre del mismo año, al Jefe de 

Gobierno de la Ciudad de México, presentó ante la Asamblea 

Constituyente el proyecto de Constitución correspondiente.

 En dicho proyecto de Constitución se incluyó en el 

Titulo Primero denominado Carta de Derechos, en cuyo 

apartado denominado “Ciudad Solidaria”, específicamente en 

el artículo 14 inciso apartado C, se reconoce el Derecho 

Humano al Cuidado, como se transcribe enseguida:

“TÍTULO PRIMERO
CARTA DE DERECHOS
“(…)

Artículo 14

CIUDAD SOLIDARIA
(…)

C. Derecho al cuidado
1. Toda persona tienen derecho al cuidado, 
entendido como el conjunto de actividades que 
sustentan vitalmente a las personas y les otorgan 
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los elementos materiales y simbólicos para vivir en 
sociedad.

2. La ciudad promueve la economía del cuidado 
mediante la prestación de servicios públicos y 
universales accesibles, pertinentes, suficientes y de 
calidad, la provisión de infraestructura y la 
formulación de políticas de protección social, de 
acuerdo a la normatividad. Asimismo, fomenta la 
participación corresponsable de autoridades, el 
sector privado, la comunidad, las familias, las 
mujeres, los hombres y los distintos grupos de edad 
en la provisión de servicios de cuidado. (…)”

 El doce de octubre siguiente se publicó en la 

Gaceta Parlamentaria de la Asamblea Constituyente de la 

Ciudad de México, el Acuerdo de la Mesa de Consulta por el 

que se propone al Pleno de la citada Asamblea, la integración 

de las ocho Comisiones de Dictamen y de la Conferencia de 

Armonización de la Asamblea Constituyente, de la que se 

integró la Comisión de Carta de Derechos.

 Por el periodo comprendido del trece de octubre al 

ocho de noviembre de dos mil dieciséis, por acuerdo de la 

Mesa Directiva de la Asamblea Constituyente, se recibieron 

diversas iniciativas tanto de Diputados Constituyentes, como 

de ciudadanas.

 Derivado de lo anterior, la Mesa Directiva de la 

Asamblea Constituyente turnó para su análisis y dictamen a 

la Comisión de Carta de Derechos, las propuestas 

presentadas vinculadas con el TITULO PRIMERO, CARTA 

DE DERECHOS, artículos 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15, 16, 17, 

18, 19, 48 y 57, de la propuesta de Constitución Política de la 

Ciudad de México, presentada por el Jefe de Gobierno el 

quince septiembre de dos mil dieciséis. 
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 En el documento denominado “DICTAMEN CON 

PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE MODIFICAN 

LOS ARTÍCULOS 8, 9, 10, 11, 12, 13, 14, 15,   16, 17, 18, 19,  

48 Y 57, ASÍ COMO LOS TRANSITORIOS CUARTO, 

QUINTO, DÉCIMO PRIMERO, DÉCIMO SEGUNDO, 

DÉCIMO TERCERO, Y DÉCIMO CUARTO DEL PROYECTO 

DE CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA CIUDAD DE 

MÉXICO, PRESENTADA POR EL C. JEFE DE GOBIERNO, 

EL 15 DE SEPTIEMBRE DE 2016, QUE PRESENTA LA 

COMISIÓN DE CARTA DE DERECHOS.”, de once de 

diciembre de dos mil dieciséis, los integrantes de la Comisión 

de la Carta de Derechos, al analizar las iniciativas que habían 

sido presentadas en la parte que interesa con relación al 

reconocimiento al Derecho de Cuidado se consideró en la 

parte que interesa lo siguiente:

“(…)

G. CONSIDERANDOS DEL ARTÍCULO 14 

Ciudad solidaria

 Los derechos enunciados en el artículo 14 
denominado Ciudad Solidaria del proyecto de 
Constitución para la Ciudad de México, son parte de 
los derechos humanos relativos a los Derechos 
Económicos, Sociales, y Culturales DESC, se 
encuentran plasmados en la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, y con la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos, se 
consideran ahora los tratados internacionales que el 
Estado Mexicano ha firmado y ratificado, también se 
ubican en leyes generales y nacionales, así como en 
leyes locales.
 A la Ciudad de México se le denomina la Ciudad de 
los Derechos, porque desde hace varios años ha 
avanzado en la promoción y en el otorgamiento de 
estos derechos a la población. En el proyecto de 
Constitución para la Ciudad de México, se 
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incorporaron los derechos económicos y sociales 
que se han venido realizando, y que se encuentran 
establecidos en legislación local y algunos nuevos 
que se pretende desarrollar debido a las 
necesidades más apremiantes de los habitantes de 
la ciudad, como es el derecho al cuidado y la 
protección a los animales.
Se tiene presente que se debe fijar un piso 
mínimo desde donde partir para la realización de 
estos derechos y de ahí ir avanzando 
progresivamente como lo expresa el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales que dispone que los Estados han de 
adoptar medidas hasta el máximo de los 
recursos de que dispongan para lograr 
progresivamente la plena efectividad de los 
derechos económicos, sociales y culturales. 
Además, en el Pacto se dispone que os Estados 
deben de garantizar el ejercicio de los derechos 
económicos, sociales y culturales sin 
discriminación y asegurar a los hombres y a las 
mujeres igual título a gozar de tales derechos.
La disponibilidad de los recursos es una forma de 
reconocer que la efectividad de tales derechos 
puede verse obstaculizada por la falta de recursos y 
que puede lograrse únicamente a lo largo de cierto 
periodo de tiempo Paralelamente, significa que el 
cumplimiento por un Estado de sus obligaciones de 
adoptar medidas apropiadas se evalúa teniendo en 
cuenta los recursos -económicos y de otra índole- 
de que dispone.
Asimismo, en el artículo 11 del Pacto Internacional 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, se 
establece que Los Estados Partes en el presente 
Pacto reconocen el derecho de toda persona a un 
nivel de vida adecuado para sí y su familia, incluso 
alimentación, vestido y vivienda adecuados, y a una 
mejora continua de las condiciones de existencia.
 En relación con la renta básica, "Es un ingreso 
pagado por el Estado como derecho de ciudadanía 
a cada miembro de la sociedad, trabaje o no trabaje, 
sin tomar en consideración si es rico o pobre, o 
dicho de otra forma, independientemente de cuáles 
pueden ser otras fuentes de ingresos" (Beteta, H. 
CEPAL, 2016). E pago del ingreso reconoce el 
derecho a la vida digna de todos habitantes que 
integran dicha sociedad
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 De acuerdo con Yanes, la renta básica debe 
entenderse como "una transferencia monetaria 
única para asegurar el acceso a un mínimo vital que 
permita una vida libre de pobreza, una seguridad 
económica básica y la mayor autonomía posible 
para todas las personas.", (Pablo Yanes. (CEPAL). 
Consideraciones sobre el texto del proyecto de 
Constitución respecto a la renta básica.) es decir, 
para asegurar un nivel de vida digna
 El derecho al cuidado es un nuevo derecho que 
se incorpora al proyecto de Constitución de la 
Ciudad de México, debido a la gran necesidad 
que tienen las familias de personas que los 
apoyen en el cuidado de los hijos e hijas, de los 
adultos mayores, personas con alguna 
discapacidad y enfermos, en varios 
instrumentos internacionales se da cuenta de 
esto (Art. 10 PIDESC; Art. 12 de la Observación 
general No 16 La igualdad de derechos del hombre 
y la mujer al disfrute de los derechos económicos, 
sociales y culturales; Art. 10 Observación general N' 
5 Las personas con discapacidad; Art. 25 de la 
Observación general No 6 Los derechos 
económicos, sociales y culturales de las personas 
mayores; Art. 11 Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer; 
Art. 3 Convención sobre los derechos del niño). 
(…)” 

 Derivado de lo anterior, se planteó la modificación 

del artículo 14 del proyecto de Constitución de la Ciudad de 

México, para quedar en los siguientes términos:  

“ARTICULO 14 

CIUDAD SOLIDARIA

(…)
B. Derecho al cuidado.
Toda persona tiene derecho al cuidado. La ciudad 
establecerá la creación de un sistema público 
integral de cuidados que respete la dignidad, que 
preste servicios púbicos universales accesibles, 
pertinentes suficientes y de calidad, y que garantice 
la atención a personas en situación de dependencia, 
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especialmente a niñas, niños, adolescentes, 
enfermos, personas con discapacidad. Las 
autoridades otorgarán apoyo a las familias y a 
quienes de manera no remunerada estén a cargo 
del cuidado de personas.”

 Seguido el proceso legislativo, el treinta y uno de 

enero de dos mil diecisiete, se aprobó el proyecto de 

Constitución Política de la Ciudad de México, en cuyo 

apartado “Ciudad Solidaria”, se determinó reconocer el 

Derecho Humano al Cuidado, lo que quedó plasmado 

finalmente en el artículo 9, apartado B; precepto que a 

continuación se transcribe:

“ARTÍCULO 9
CIUDAD SOLIDARIA
(….)
B. Derecho al cuidado.

Toda persona tiene derecho al cuidado que sustente 
su vida y le otorgue los elementos materiales y 
simbólicos para vivir en sociedad a lo largo de toda 
su vida. Las autoridades establecerán un sistema de 
cuidados que preste servicios públicos universales, 
accesibles, pertinentes, suficientes y de calidad y 
desarrolle políticas públicas. El sistema atenderá de 
manera prioritaria a las personas en situación de 
dependencia por enfermedad, discapacidad, ciclo 
vital, especialmente la infancia y la vejez y a 
quienes, de manera no remunerada, están a cargo 
de su cuidado.”

 

 Para otorgar operatividad a dicho precepto, en el 

artículo VIGÉSIMO Transitorio de dicho cuerpo normativo se 

especificó que la legislación relativa a los sistemas y 

programas establecidos en esa Constitución deberían entrar 
en vigor a más tardar el treinta y uno de diciembre de dos 
mil veintitrés.
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 Posteriormente, el cinco de febrero de dos mil 

diecisiete, se promulgó la Constitución Política de la Ciudad 

de México. Ordenamiento que entraría en vigor el diecisiete 

de septiembre de dos mil dieciocho.

Como quedó plasmado, en el artículo VIGÉSIMO 

transitorio de la Constitución Política de la Ciudad de 

México17 se dispuso que la legislación relativa a los sistemas 

y programas establecidos en la Constitución debería entrar 

en vigor a más tardar el treinta y uno de diciembre de dos mil 

veintitrés. 

En tanto que en el artículo 9, apartado B, de la 

Constitución Política referida18, se dice que las autoridades 

de la Ciudad de México establecerán un sistema de cuidados 

que preste servicios públicos universales, accesibles, 

pertinentes, suficientes y de calidad y desarrolle políticas 

públicas, para lo cual se dispuso que el sistema atenderá de 

17 “VIGÉSIMO. La legislación relativa a los sistemas y programas establecidos 
en esta Constitución deberá entrar en vigor a más tardar el 31 de diciembre de 
2023. Las autoridades competentes realizarán las acciones necesarias para 
implementar estos sistemas a más tardar dentro de los 180 días posteriores a 
la entrada en vigor de la legislación en la materia.”

18 “Artículo 9

Ciudad solidaria

(…)

B. Derecho al cuidado

Toda persona tiene derecho al cuidado que sustente su vida y le otorgue los 
elementos materiales y simbólicos para vivir en sociedad a lo largo de 
toda su vida. Las autoridades establecerán un sistema de cuidados que 
preste servicios públicos universales, accesibles, pertinentes, suficientes y 
de calidad y desarrolle políticas públicas. El sistema atenderá de manera 
prioritaria a las personas en situación de dependencia por enfermedad, 
discapacidad, ciclo vital, especialmente la infancia y la vejez y a quienes, de 
manera no remunerada, están a cargo de su cuidado. (…).”
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manera prioritaria a las personas en situación de 

dependencia por enfermedad, discapacidad, ciclo vital, 

especialmente la infancia y la vejez y a quienes, de manera 

no remunerada, están a cargo de su cuidado. 

De acuerdo con lo anterior, es fundado el concepto 
de violación en estudio. Existe un deber legislativo, el cual a 

la postre, ha generado una violación al derecho a un sistema 

de cuidados. 

Al respecto, en el caso concreto como lo plantea la 

quejosa para hacer efectivo el reconocimiento al derecho 

humano al cuidado tutelado por el artículo 9, apartado B, de 

la Constitución Local, la manera que se ambicionó por el 

Poder Reformador Local fue a través de la emisión de la ley 

correspondiente; ya que si bien el artículo Vigésimo 

transitorio se habla de manera genérica de que la legislación 

relativa a los sistemas establecidos en esa constitución debía 

entrar en vigor a más tardar el treinta y uno de diciembre de 

dos mil veintitrés, y el Poder Constituyente Local no delimitó 

de manera particularizada a qué sistema se refiere, ese 

ambigüedad no releva al legislador de emitir la ley 

correspondiente.

El reconocimiento al derecho al cuidado emanó de un 

procedimiento legislativo que como se dio noticia en párrafos 

precedentes resultó complejo, en el que fueron escuchados 

varios sectores de la sociedad, así como los diputados 

constituyentes, se creó una comisión  específica como lo es, 

la Comisión de Carta de Derechos que se encargaría de 

analizar las propuestas relacionadas con los derechos 

humanos, en un hecho inédito derivado de la reforma política 
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de la Ciudad de México de veintiséis de enero de dos mil 

dieciséis, en el que se realizó un especial énfasis en la 

necesidad de dotar de una protección de rango constitucional 

local, a ese grupo de población que recibe y proporciona 

cuidados, en observancia a los derechos humanos tutelados 

por la Norma Suprema del país, y por instrumentos 

internacionales en esa materia, la consecuencia de tal 

accionar es la posibilidad de interpretar que existe la 

obligación de legislar al respecto.

Lo anterior se estima así, aun cuando no esté 

expresamente delimitado en el referido artículo transitorio la 

obligación de emitir una ley de cuidados, ya que de 

considerar lo contrario implicaría la existencia del 

reconocimiento al derecho humano al cuidado carente de 

efectividad y operatividad, lo que es contrario a lo expresado 

en el proceso legislativo y, a lo plasmado finalmente en el 

texto constitucional local.

Sin que el hecho de que el Poder Constituyente Local 

en otra parte de dicho cuerpo normativo haya establecido la 

obligación de expedir una ley secundaria para dotar de 

efectividad y operatividad otro derecho, como lo es, al de un 

medio ambiente sano tutelado por el artículo 13 de la 

Constitución Local; esa situación resulta insuficiente para 

sostener que el referido artículo Vigésimo transitorio no 

contempla en su generalidad y ambigüedad al sistema de 

cuidados al que se hace referencia en el artículo 9, apartado 

B, de dicho ordenamiento; de ahí que asista razón a la 

quejosa. 

Se reitera, sí existe la obligación del legislador de 

emitir la norma relativa al sistema de cuidados conforme a lo 
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dispuesto en la Constitución local, debido a que el artículo 

vigésimo transitorio de la Constitución local cabe interpretarse 

en el sentido de que impone la obligación a todas las 

autoridades de la entidad  de realizar las acciones y políticas 

públicas que conforme a sus facultades competan, para 

materializar y hacer realidad el sistema de cuidados, con el 

cual se concrete de manera fáctica la protección y garantía 

de los derechos reconocidos a personas en situación de 

vulnerabilidad por padecer alguna discapacidad. 

Es decir la Constitución local en su artículo VIGÉSIMO 

transitorio sí impone al legislador la obligación de expedir las 

normas que materialicen el sistema de cuidados contenido en 

el diverso numeral 9, apartado B, ya que literalmente indica: 

“La legislación relativa a los sistemas y programas 

establecidos en esta Constitución deberá entrar en vigor a 

más tardar el 31 de diciembre de 2023. Las autoridades 

competentes realizarán las acciones necesarias para 

implementar estos sistemas a más tardar dentro de los 180 

días posteriores a la entrada en vigor de la legislación en la 

materia”. 

Con independencia de la falta de técnica legislativa y 

la ambigüedad de la redacción, el numeral en estudio debe 

interpretarse en el sentido de que se imponen obligaciones a 

todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, de 

expedir la legislación correspondiente y de realizar las 

acciones conducentes para implementar y materializar el 

sistema que el constituyente local decidió integrar al 

contenido de la Constitución local.  Aludió a “los sistemas”. 

Sin  hacer ningún tipo de distinción; por lo que cabe 

interpretar que incluyó a su vez el sistema de cuidados ante 
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la importancia mayúscula que se dio al mismo en el 

procedimiento legislativo y al ser la forma en que cabe hacer 

efectivo dicho derecho humano.

Derivado de lo anterior, se estima que la promovente 

no estaba obligada a desvirtuar la negativa de las 

responsables o a ofrecer medios de convicción que 

acreditaran la veracidad de tal inacción, pues para que se 

actualice la omisión debe existir previamente la obligación 

correlativa, conforme lo dispongan las normas legales.

De ahí que un acto omisivo atribuido a una autoridad, 

independientemente de las afirmaciones de la parte quejosa 

y de las aseveraciones de la o las responsables, será cierto o 

inexistente, en función de las obligaciones y facultades que 

ineludiblemente está constreñida a realizar.

En efecto, de la interpretación conjunta del artículo 

vigésimo transitorio antes mencionado y el numeral 9, B, de 

la referida Constitución local, válidamente se puede sostener 

la existencia de una obligación impuesta a las autoridades 

responsables Congreso y Jefe de Gobierno, ambos de la 

Ciudad de México, respecto a la emisión de la legislación 

relativa para la implementación del Sistema de Cuidados, lo 

que actualiza una omisión legislativa que es controvertible en 

el juicio constitucional.

Esto es así dado que, como se verá, el derecho al 

cuidado y el derecho al autocuidado están reconocidos no 

sólo en instrumentos internacionales, sino también en el 

Pacto Federal, pues así lo determinó la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación al sostener que para el Estado 
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mexicano, el reconocimiento del cuidado como un derecho 

humano se ha construido y desarrollado de forma progresiva 

en las últimas décadas, especialmente desde la adopción de 

instrumentos internacionales relacionados con personas 

mayores, infancias y personas con discapacidad.

Si bien el desarrollo de la existencia del derecho al 

cuidado y al autocuidado se efectuará más adelante, es 

importante puntualizar -al menos en lo general- que se trata 

de derechos humanos ya reconocidos; esto con la finalidad 

de identificar la omisión que se le reprocha a las autoridades 

de la Ciudad de México, y con ello, verificar la violación en 

que incurren las responsables.  

Es claro entonces que del texto del artículo 9, apartado 

B, en relación con el VIGÉSIMO Transitorio, ambos de la 

Constitución Política de la Ciudad de México, existe una 

omisión de las autoridades de legislar sobre un sistema de 

cuidados; circunstancia que impacta de manera directa en el 

derecho humano al cuidado y el derecho al autocuidado, en 

el entendido de que quedó demostrada la existencia de una 

obligación de un mandato en este caso local, para legislar en 

una determinada materia. Tanto más si se tiene presente que 

esa inactividad de la autoridad sitúa en estado de 

vulnerabilidad a las personas destinatarias de la norma 

general en cuestión.

Es ilustrativa por las razones que contiene, la tesis 

aislada P. LXIX/201019 del rubro y texto siguientes:

19 Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIII, 
enero de 2011, página 61. Registro digital: 162995.
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“SEGURIDAD PÚBLICA, FUERZA PÚBLICA Y 
ACTOS DE POLICÍA. LAS OMISIONES 
LEGISLATIVAS EN ESAS MATERIAS PROPICIAN 
POR SÍ MISMAS CONDICIONES DE 
VULNERABILIDAD DE LOS DERECHOS 
HUMANOS. La existencia de omisiones legislativas 
y reglamentarias en materia de actos de policía, 
fuerza pública y seguridad pública, propician por sí 
mismas condiciones de vulnerabilidad de los 
derechos humanos, particularmente del derecho a la 
protección de la vida y de la integridad personal 
(física y psicológica), pues conforme a estos 
derechos humanos, el Estado debe realizar 
acciones que coadyuven a su respeto y ejercicio, 
entre las que se encuentran aquellas de orden 
legislativo, reglamentario y protocolario. 
Consecuentemente, la ausencia de estas medidas 
normativas permite que la fuerza pública se ejerza 
irresponsablemente, lastrando el avance hacia una 
cultura policial democrática, sin apego a los 
derechos reconocidos en el derecho internacional a 
toda persona, y particularmente a las que son objeto 
de una acción policiaca, y que son recogidos y 
tutelados por la Constitución General de la 
República.”

Ahora bien, en el segundo concepto de violación, la 

quejosa argumenta de forma esencial, que la omisión 

legislativa reclamada resulta violatoria en su perjuicio del 

derecho humano a una vida digna y al autocuidado, tutelados 

por los artículos 1 de la Constitución General y artículo 9. 

apartados A y B de la Constitución de la Ciudad de México, 

los 1.1, 2, 4, 17, 19, 24, 26 y 29 de la Convención Americana 

sobre Derechos Humanos; 34 y 45 de la Carta de la 

Organización de los Estados Americanos; los diversos I, II, 

VI, XI, XII, XIV, XV, XVI, XXX y XXXV de la Declaración 

Americana de Derechos y Deberes del Hombre; 7, 8 y 9 de la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 

Erradicar la Violencia contra la Mujer; 1, 2, 3, 6, 7, 9, 10, 11, 

13, 15, 16, 17 y 18 del Protocolo Adicional a la Convención 
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Americana sobre Derechos Humanos en materia de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales.

Que reconocer el cuidado tanto como un derecho de 

las personas a cuidar, ser cuidadoras y ejercer el autocuidado 

sobre la base de los principios de igualdad, universalidad y 

corresponsabilidad social y de género y una responsabilidad 

que deben compartir las personas de todos los sectores de la 

sociedad, las familias, las comunidades, las empresas y el 

Estado, adoptando marcos normativos, políticas, programas y 

sistemas integrales de cuidado con interseccionalidad e 

interculturalidad, que respeten, protejan y cumplan los 

derechos de quienes reciben y proveen cuidados. 

Que el derecho a los cuidados tiene una función social 

fundamental para la existencia y dignidad de las personas, 

pues hacen posible la sostenibilidad de otras personas para 

la producción de bienes y servicios en una sociedad. Sin 

embargo, debido a diversos estereotipos de género, por los 

cuales históricamente se ha considerado a las mujeres como 

principales cuidadoras, trabajo que es –ha sido- 

desproporcional y desigual, a costa de su propio autocuidado, 

bienestar físico, emocional, mental y económico. 

El derecho al autocuidado en dos dimensiones: 1) el 

autocuidado en cuanto a la responsabilidad de una persona 

de proporcionarse así mismo una vida saludable y 2) no solo 

referido a prácticas saludables, sino trabajar 

remuneradamente el tiempo necesario y requerido y a su vez 

gozar de tiempo libre, de los beneficios de la cultura y entre 

otras múltiples consideraciones que involucran al acto de 

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



67
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

cuidar(se), esto último se traduce en el derecho de vida 

digna. 

La Organización Mundial de la Salud (OMS) define al 

autocuidado como “la capacidad de las personas, las familias 

y las comunidades para promover la salud, prevenir las 

enfermedades, mantener la salud y hacer frente a las 

enfermedades y discapacidades con o sin el apoyo de un 

profesional de la salud”. No se pierde de vista que las críticas 

al autocuidado se centran en que los servicios a los que una 

persona acude para el “autocuidado” se materializan en 

acciones y/o servicios que realiza otra persona, por ejemplo, 

el acudir regularmente al servicio médico de rutina, se realiza 

a través de la atención profesionalizada de personal de salud 

clínica, por lo que en esencia es una persona externa la que 

está realizando el trabajo de cuidado.

El derecho al autocuidado ya se encuentra contenido y 

reconocido –al igual que el derecho de cuidar y ser cuidado- 

tanto en la Constitución General, en la constitución local de la 

Ciudad de México y en los tratados internacionales, no solo 

como un derecho autónomo, sino como uno que ya es 

reconocido en otros derechos como el derecho a la vida, a la 

salud y a la alimentación.

La vulneración del derecho al autocuidado derivado de 

la omisión legislativa del Congreso de la Ciudad de México 

constituye la violación de los derechos contemplados en 

artículos 1 de la Constitución General y a diversas 

legislaciones e instrumentos internacionales en materia de 

derechos humanos, en tanto que no garantiza el derecho al 

autocuidado, pues para implementar políticas públicas que 
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constituyan un Sistema Integral de cuidados en la Ciudad de 

México, resulta necesario un instrumento legislativo que 

establezca sus directrices, áreas de aplicación, personas 

beneficiadas y especialmente instituciones gubernamentales 

tales como secretarias de estado, para su implementación.

Para dar respuesta al concepto de violación, resulta 

necesario conocer en qué consiste el derecho al cuidado, al 

guadar relación con la omisión de emitir la Ley del Sistema de 

Cuidados de la Ciudad de México reclamada por la quejosa 

en el presente juicio constitucional. 

Sobre el tema, al resolver el amparo directo 6/2023,20 

la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

señaló que los cuidados tienen un papel esencial para 

garantizar la vida digna, supervivencia y bienestar de todas 

las personas sin excepción. 

Desde que nacemos, necesitamos de los cuidados de 

otras personas para sobrevivir, pues no podemos hacerlo sin 

los apoyos de otras personas, entre ellas, quienes integran 

nuestras familias o la colectividad en general. 

Que mientras crecemos y transitamos de la niñez a la 

adolescencia, y posteriormente a la edad adulta, adquirimos 

de forma progresiva autonomía suficiente para tomar 

nuestras propias decisiones, aprender a cuidar de nosotras y 

nosotros mismos y construir nuestro proyecto de vida. 

Finalmente, al ser personas mayores en ocasiones es 

20 Puede consultarse en:
https://www2.scjn.gob.mx/ConsultaTematica/PaginasPub/DetallePub.aspx?As
untoID=312212
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indispensable recibir ciertos cuidados para vivir con 

autonomía y dignidad. 

Asimismo, a lo largo de nuestro ciclo de vida, es muy 

posible que transitemos por contextos que acentúen la 

necesidad de recibir cuidados de otras personas, 

principalmente cuando existen dificultades, obstáculos o 

limitaciones para que las personas se cuiden a sí mismas. 

Por ejemplo, al tener una enfermedad, al haber recibido una 

intervención médica, tener una discapacidad, una lesión, 

entre otros supuestos.21 O bien, podemos encontrarnos en 

espacios o circunstancias en las que sea necesario que 

cuidemos de otras personas. 

Que los cuidados son indispensables para sostener la 

vida individual y colectiva de las personas en la sociedad, 

pues se basan en la interdependencia y vulnerabilidad 

esencial de la condición humana.22 Es decir, las personas, en 

nuestra gran diversidad, necesitamos de otras para existir, 

como parte del reconocimiento de nuestra vulnerabilidad y de 

nuestro lugar en el mundo. 

De ahí que los cuidados –también denominados 

trabajos de reproducción social– se refieren al conjunto de 

innumerables actividades indispensables para que el ser 

humano goce de bienestar físico, biológico y emocional, para 

21 Cfr. Fraga, Utges, Cecilia, Cuidados y desigualdades en México: una lectura 
conceptual, OXFAM México, 2018, pág. 18. 

22 Cfr. Organización de Estados Americanos (OEA), Ley Modelo 
Interamericana, Comisión Interamericana de Mujeres, OEA/Ser.L/II.6.3, 2022, 
artículo 1; Pautassi, Laura, “El derecho al cuidado. De la conquista a su 
ejercicio efectivo”, Trabajo y Justicia Social, Friedrich Ebert Stiftung, 2023, 
pág. 3.
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obtener la satisfacción de sus necesidades básicas y poder 

desarrollar su vida cotidiana en la intimidad y en el espacio 

público.23 Éstos pueden ser previstos por cada persona o a 

través de otras, y pueden ser no remunerados —cuando no 

se recibe retribución económica a cambio de su realización— 

o remunerados —realizado por personas trabajadoras 

vinculadas a labores de cuidados a cambio de una 

remuneración económica—. 

Los cuidados tienen diversos rubros, matices y 

dimensiones. Por una parte, los cuidados se pueden clasificar 

de acuerdo con el tipo de actividad que se realice respecto de 

otras personas de la siguiente manera: 

i. Cuidados directos: son aquellos que para 

realizarlos se necesita mantener relaciones interpersonales, 

lo cual implica involucrarse de forma personal y emocional.  

Abarca actividades físicas, como es cuidar a personas con 

alguna enfermedad, alimentar a un bebé o cuidar a personas 

convalecientes. 

ii. Cuidados indirectos: se refiere a las actividades 

de cuidados que se llevan a cabo sin necesidad de tener 

contacto o interacción entre las personas que los brindan con 

las personas que los reciben.  Un ejemplo muy común de 

este tipo de cuidados es el trabajo doméstico o el que se 

realiza para el mantenimiento del hogar, como cocinar, 

limpiar las estancias, lavar la ropa, etc. 

23 Cfr. Fraga, Utges, Cecilia, Cuidados y desigualdades en México: una lectura 
conceptual, op. cit., pág. 13; OEA, Ley Modelo Interamericana de Cuidados, 
op. cit., artículo 4.
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iii. Gestión del cuidado y sus precondiciones: para 

que se puedan realizar los cuidados directos o indirectos, 

primero es necesario planear y gestionar diversas actividades 

que requieren de un esfuerzo mental y emocional. Por 

ejemplo, para cocinar alimentos, primero se debe hacer una 

lista de despensa y comprar ingredientes. O bien, para cuidar 

a una persona enferma, primero es necesario tener en cuenta 

su agenda médica o agendar las citas de seguimiento 

correspondientes.

También se puede encontrar el cuidado propio o 

autocuidado, entendido como la posibilidad de destinar 

recursos económicos y de tiempo para procurar el bienestar 

individual. 

Por otra parte, los cuidados se pueden clasificar 

considerando el tiempo, esfuerzo y conocimiento técnico que 

se requiere para llevarlos a cabo: 

i. Cuidados simples o cotidianos: son aquellos que 

las personas hacen todos los días para existir, también los 

que pueden ser auto percibidos. Para realizarlos no es 

necesario tener estudios, capacitaciones, certificaciones o 

una habilidad específica para realizarlos.  Por ejemplo: 

preparar comida y comprar las cosas para ello, limpiar la 

casa, lavar ropa. 

ii. Cuidados intensos o extensos: se refieren a los 

que una persona proporciona a otra en determinados 

contextos o etapas de la vida y son proporcionados por otra 

persona porque quien los necesita no puede satisfacerlos por 

sí misma. Este tipo de cuidados necesitan de una inversión 

mayor de tiempo, trabajo, energía y esfuerzo por parte de 
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quien los lleva a cabo.  Por ejemplo, los que se brindan a 

bebés, niños y niñas, personas mayores, a quien tiene una 

enfermedad, se encuentra en recuperación o convalecencia. 

iii. Cuidados especializados a largo plazo: se 

refieren a los que proporciona una persona que tiene 

conocimientos y habilidades especializadas, ya que la 

persona que los requiere no puede satisfacerlos por sí misma 

por alguna condición psíquica, física, motriz, sensorial, o una 

combinación de ellas. Estos cuidados son intensos y 

extensos. Por ejemplo, dializar a una persona o alimentarla 

por sonda; cargar, asear y trasladar a quien no puede 

ponerse de pie o sentarse por sí misma, etc. 

La Suprema Corte afirmó que los cuidados son un pilar 

esencial que sostiene los sistemas económicos de las 

sociedades, lo que ha sido enfatizado por diversas 

organizaciones y organismos internacionales. Cuando las 

tareas de cuidado están satisfechas, las personas pueden 

dedicarse a los trabajos conocidos como “extra-domésticos” o 

“productivos”, aquellos que pertenecen al mercado laboral 

convencional y que generalmente producen ganancias 

monetarias.

En vista de lo anterior, es claro que los cuidados 

tienen una función social fundamental para la existencia y 

dignidad de las personas, pues hacen posible la 

sostenibilidad de la vida, dentro y fuera de los hogares, 

además de garantizar su bienestar integral.24 Sin embargo, 

debido a diversos estereotipos de género instaurados 

históricamente en la sociedad, a la mayoría de las mujeres se 

24 Cfr. OEA, Ley Modelo Interamericana de Cuidados, op. cit., artículo 4.
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les ha endilgado la carga de realizar las labores de cuidado 

de forma desproporcional y desigual, a costa de su propio 

autocuidado, bienestar físico, emocional, mental y 

económico. 

A partir de la identificación y cuantificación de esta 

distribución inequitativa de los cuidados, organismos 

internacionales como la CEPAL y la Comisión Interamericana 

de Mujeres de la Organización de Estados Americanos (OEA) 

han resaltado la urgencia de reorganizar los trabajos de 

cuidados para transitar a un sistema colectivo —una 

“sociedad del cuidado”—, en la que participen y compartan la 

responsabilidad todas las personas que integran todos los 

sectores de la sociedad, las familias, los espacios laborales y 

educativos, las empresas, las comunidades y, de forma 

central, las instituciones del Estado;25 en lugar de recaer 

únicamente y de forma desproporcionada en las niñas y 

mujeres. 

De ahí que se vuelva indispensable reconocer en el 

ámbito jurídico el derecho humano al cuidado26, con el 

propósito de desvincular tales actividades de la esfera 

privada y de los estereotipos de género asignados a las 

mujeres. Con ello, lo que se busca es transitar a un esquema 

que establezca obligaciones destinadas a ser cumplidas 

especialmente por el Estado27 con la finalidad de garantizar el 

derecho al cuidado de todas las personas. 

25 Idem; Pautassi, Laura, “El cuidado como derecho. Un camino virtuoso, un 
desafío inmediato”, op. cit., pág. 732.

26 Cfr. OEA, Comisión Interamericana de Mujeres, COVID-10 en la vida de las 
mujeres: razones para reconocer impactos diferenciados, op. cit., pág. 35 

27 Cfr. Pautassi, Laura, “El derecho al cuidado. De la conquista a su ejercicio 
efectivo”, op. cit., pág. 5.
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La Primera Sala sostuvo que el reconocimiento del 

cuidado como un derecho humano, se ha construido y 

desarrollado de forma progresiva en las últimas décadas, 

especialmente desde la adopción de instrumentos 

internacionales relacionados con personas mayores, 

infancias y personas con discapacidad.28

Refirió que la Convención sobre los Derechos de las 

Personas con Discapacidad establece en diversos artículos la 

obligación de los Estados parte de garantizar el cuidado, 

bienestar integral, dignidad y autonomía de las personas con 

discapacidad. Por ejemplo, los artículos 19, inciso b29; 20, 

inciso b y c30; 24, apartado 2, inciso c y e31, así como 26, 

28 Cfr. Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Relatoría Especial 
sobre Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales (REDESCA), 
Compilación Derechos Económicos, Sociales, Culturales y Ambientales, 
Estándares interamericanos, OEA/Ser.L/V/II, 2021, párr. 67

29 Artículo 19. Derecho a vivir de forma independiente y a ser incluido en la 
comunidad Los Estados Partes en la presente Convención reconocen el 
derecho en igualdad de condiciones de todas las personas con discapacidad a 
vivir en la comunidad, con opciones iguales a las de las demás, y adoptarán 
medidas efectivas y pertinentes para facilitar el pleno goce de este derecho 
por las personas con discapacidad y su plena inclusión y participación en la 
comunidad, asegurando en especial que:
 [...]
b) Las personas con discapacidad tengan acceso a una variedad de servicios 
de asistencia domiciliaria, residencial y otros servicios de apoyo de la 
comunidad, incluida la asistencia personal que sea necesaria para facilitar su 
existencia y su inclusión en la comunidad y para evitar su aislamiento o 
separación de ésta;”

30 Artículo 20. Movilidad personal 

Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas para asegurar que las 
personas con discapacidad gocen de movilidad personal con la mayor 
independencia posible, entre ellas:

 [...]
b) Facilitar el acceso de las personas con discapacidad a formas de asistencia 
humana o animal e intermediarios, tecnologías de apoyo, dispositivos técnicos 
y ayudas para la movilidad de calidad, incluso poniéndolos a su disposición a 
un costo asequible; 
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apartado 132, señalan que, según sea el caso, las personas 

con discapacidad deben tener acceso a servicios de 

asistencia domiciliaria, apoyos de la comunidad, ajustes 

razonables, rehabilitación y asistencia personal (ya sea 

humana, animal, por medio de tecnologías de apoyo, 

dispositivos técnicos, etc.). Lo anterior con el propósito de 

facilitar su inclusión en la comunidad la movilidad. 

De ahí que se pueda desprender que implícitamente 

dicha Convención reconoce el derecho al cuidado de las 

personas con discapacidad.  Asimismo, la Convención sobre 

los Derechos del Niño indica en su artículo 1833, que ambos 

c) Ofrecer a las personas con discapacidad y al personal especializado que 
trabaje con estas personas capacitación en habilidades relacionadas con la 
movilidad;

31 Artículo 24. Educación 

[...]
2. Al hacer efectivo este derecho, los Estados Partes asegurarán que:
 [...]
c) Se hagan ajustes razonables en función de las necesidades individuales;
 [...]
e) Se faciliten medidas de apoyo personalizadas y efectivas en entornos que 
fomenten al máximo el desarrollo académico y social, de conformidad con el 
objetivo de la plena inclusión.”

32 “Artículo 26. Habilitación y rehabilitación
1. Los Estados Partes adoptarán medidas efectivas y pertinentes, incluso 
mediante el apoyo de personas que se hallen en las mismas circunstancias, 
para que las personas con discapacidad puedan lograr y mantener la máxima 
independencia, capacidad física, mental, social y vocacional, y la inclusión y 
participación plena en todos los aspectos de la vida. A tal fin, los Estados 
Partes organizarán, intensificarán y ampliarán servicios y programas generales 
de habilitación y rehabilitación, en particular en los ámbitos de la salud, el 
empleo, la educación y los servicios sociales, de forma que esos servicios y 
programas:”

33 “Artículo 18.
1. Los Estados Partes pondrán el máximo empeño en garantizar el 
reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones 
comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a 
los padres o, en su caso, a los representantes legales la responsabilidad 
primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental 
será el interés superior del niño.
2. A los efectos de garantizar y promover los derechos enunciados en la 
presente Convención, los Estados Partes prestarán la asistencia apropiada a 
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padres o representantes legales comparten obligaciones 

comunes para llevar a cabo labores de crianza de niños, 

niñas y adolescentes, además de hacer un especial énfasis 

en la protección de su interés superior. Para ello, el 

instrumento señala que los Estados deben brindar asistencia 

a las personas encargadas de las labores de crianza y 

cuidado, por medio de instituciones, instalaciones y servicios. 

En su artículo 3.234, también se reconoce el compromiso de 

los Estados por asegurar la protección y cuidado de los niños, 

niñas y adolescentes, con la finalidad de asegurar su 

bienestar.

Ahora, a nivel regional, el derecho al cuidado de 

personas mayores ha sido reconocido expresamente en la 

Convención Interamericana sobre la Protección de los 

Derechos Humanos de las Personas Mayores.35 Esta 

Convención resalta la importancia de la participación activa 

del Estado, la familia y comunidad en los cuidados. En ese 

sentido, su artículo 1236 reconoce el derecho de las personas 

los padres y a los representantes legales para el desempeño de sus funciones 
en lo que respecta a la crianza del niño y velarán por la creación de 
instituciones, instalaciones y servicios para el cuidado de los niños.
3. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para que los 
niños cuyos padres trabajan tengan derecho a beneficiarse de los servicios e 
instalaciones de guarda de niños para los que reúnan las condiciones 
requeridas.”

34 Artículo 3

 [...]
2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el 
cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los 
derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de 
él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y 
administrativas adecuadas.” 

35 Cfr. Pautassi, Laura, El cuidado como derecho. Un camino virtuoso, un 
desafío inmediato, op. cit., p. 733

36 Artículo 12. Derechos de la persona mayor que recibe servicios de 
cuidado a largo plazo. 
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mayores de recibir servicios de cuidado a largo plazo, por 

medio de un sistema integral que brinde la “protección y 

promoción de la salud, cobertura de servicios sociales, 

seguridad alimentaria y nutricional, agua, vestuario y 

vivienda”.

En el sistema interamericano de protección de los 

derechos humanos, de la Convención Interamericana para la 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra las 

Personas con Discapacidad, también se puede desprender el 

derecho al cuidado, entre otros motivos, al establecer la 

obligación de los Estados de garantizar la integración en la 

sociedad de las personas con discapacidad en igualdad de 

condiciones por medio del suministro de servicios, 

programas, transporte, vivienda, recreación, educación, 

deporte, entre otros.37

La persona mayor tiene derecho a un sistema integral de cuidados que provea 
la protección y promoción de la salud, cobertura de servicios sociales, 
seguridad alimentaria y nutricional, agua, vestuario y vivienda; promoviendo 
que la persona mayor pueda decidir permanecer en su hogar y mantener su 
independencia y autonomía. 

37 “Artículo III.

Para lograr los objetivos de esta Convención, los Estados parte se 
comprometen a:1. Adoptar las medidas de carácter legislativo, social, 
educativo, laboral o de cualquier otra índole, necesarias para eliminar la 
discriminación contra las personas con discapacidad y propiciar su plena 
integración en la sociedad, incluidas las que se enumeran a continuación, sin 
que la lista sea taxativa:

a) Medidas para eliminar progresivamente la discriminación y promover la 
integración por parte de las autoridades gubernamentales y/o entidades 
privadas en la prestación o suministro de bienes, servicios, instalaciones, 
programas y actividades, tales como el empleo, el transporte, las 
comunicaciones, la vivienda, la recreación, la educación, el deporte, el acceso 
a la justicia y los servicios policiales, y las actividades políticas y de 
administración; [...]” 
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Destacó que el derecho al cuidado ha tenido un 

momento fundamental de Buenos Aires en la XV Conferencia 

Regional de la Mujer de América Latina y el Caribe, celebrada 

en octubre de dos mil veintidós. En dicho documento se 

reconoció, entre muchos otros aspectos, al cuidado como un 

“derecho de las personas a cuidar, a ser cuidadas y a ejercer 

el autocuidado sobre la base de los principios de igualdad, 

universalidad, corresponsabilidad social y de género y, por lo 

tanto, como una responsabilidad que debe ser compartida por 

las personas de todos los sectores de la sociedad, las 

familias, las comunidades, las empresas y el Estado”.

 En cuanto a las personas con discapacidad se resaltó 

la importancia de garantizar su derecho al cuidado por medio 

de políticas, servicios e infraestructura accesibles, que 

tuvieran en cuenta sus necesidades y autonomía.38

Como parte de ese proceso, la Comisión 

Interamericana de Mujeres de la Organización de los Estados 

Americanos se dio a la tarea de crear la Ley Modelo 

Interamericana de Cuidados, una herramienta que tiene como 

objetivo proporcionar a los Estados de la región el 

fundamento jurídico para asegurar el derecho al cuidado. 

En este instrumento se establece que “[t]oda persona, 

en atención a su situación de dependencia, tiene derecho a 

recibir cuidados de calidad para garantizar su desarrollo 

integral a lo largo de su ciclo vital y a brindar cuidados en 

condiciones de igualdad, dignidad, corresponsabilidad y 

autocuidado” Algunas de las directrices y principios más 

relevantes, son los siguientes: 

38 Cfr. CEPAL, Compromiso de Buenos Aires, LC/CRM.15/6/Rev.1, 
compromiso 8.
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i. Principio de corresponsabilidad: se refiere a la 

responsabilidad que comparten el Estado, gobiernos 

locales, sector privado, comunidad, hombres y mujeres, 

generaciones entre sí, y cualquier persona en la 

sociedad, de involucrarse en redes de cuidado.  

ii. Titulares del derecho al cuidado: resalta que 

principalmente lo tienen las personas en situación de 

dependencia, es decir, quienes requieren apoyo para 

desarrollar sus actividades y necesidades básicas diarias 

—entre ellas, personas con discapacidad que carecen de 

autonomía para desarrollar actividades y atender por sí 

mismas sus necesidades básicas de la vida diaria, 

personas mayores de sesenta años y personas 

dependientes con enfermedad grave o crónica—; así 

como las personas que provean trabajos de cuidados.

iii. Rol garante de los Estados: reconoce que 

tienen la obligación de redistribuir, reducir, regular y 

proveer los cuidados, al ser un servicio esencial.

iv. Aplicación de los principios de igualdad y no 

discriminación, interseccionalidad, interculturalidad, 

territorialidad y universalidad; se refiere a que todos los 

seres humanos deben tener acceso al derecho al 

cuidado, tomando en cuenta sus necesidades 

específicas, identidad personal, situaciones de 

vulnerabilidad en las que se encuentran, así como lugar 

geográfico donde viven.
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Se desprende que tanto en el derecho internacional de 

los derechos humanos, como en otras jurisdicciones, existe 

una clara tendencia a reconocer el cuidado como un derecho 

humano, en donde las personas con discapacidad, las 

personas mayores y las personas con enfermedades 

crónicas, así como las niñas y niños, tienen un papel 

protagónico en la garantía y protección de ese derecho. 

Asimismo, el derecho al cuidado implica que todas las 

personas, especialmente aquellas que requieren de cuidados 

intensos o extensos y/o especializados, como las personas 

mayores, con discapacidad y con alguna enfermedad crónica, 

tengan la oportunidad de acceder a ellos, sin que sea a costa 

de la salud, bienestar y plan de vida de quienes cuidan de 

ellas, lo que implica la participación de todos los sectores de 

la sociedad.

Sobre esa base, debe ponerse de relieve que fue 

intención del constituyente combatir la desigualdad y la 

inequidad social en la que se encuentran las personas más 

vulnerables, obligando en este caso al Estado Mexicano –en 

este caso a la Ciudad de México- a emitir normas que dieran 

efectividad a través de programas sociales de apoyo a los 

menos favorecidos mediante la conformación de un sistema 

de cuidados. 

De acuerdo con lo anterior, se considera 

esencialmente fundado el concepto de violación en estudio, 

debido a que las autoridades responsables han incumplido 

con su obligación de legislar para emitir una ley en materia 

del derecho al cuidado, el cual como se dio noticia, ha sido 
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reconocido como un derecho humano, ya que en el artículo 

VIGÉSIMO transitorio de la Constitución Política de la Ciudad 

de México39 fue señalado que la legislación relativa a los 

sistemas y programas establecidos en la Constitución deberá 

entrar en vigor a más tardar el treinta y uno de diciembre de 

dos mil veintitrés.

En tanto que en el artículo 9, apartado B, de la 

Constitución Política referida40, se dispuso que las 

autoridades establecerán un sistema de cuidados que preste 

servicios públicos universales, accesibles, pertinentes, 

suficientes y de calidad y desarrolle políticas públicas. 

Por lo que al implementarse dicho sistema se 

estableció que se debería atender de manera prioritaria a las 

personas en situación de dependencia por enfermedad, 

discapacidad, ciclo vital, especialmente la infancia y la vejez y 

39 “VIGÉSIMO. La legislación relativa a los sistemas y programas establecidos 
en esta Constitución deberá entrar en vigor a más tardar el 31 de diciembre de 
2023. Las autoridades competentes realizarán las acciones necesarias para 
implementar estos sistemas a más tardar dentro de los 180 días posteriores a 
la entrada en vigor de la legislación en la materia.”

40 Artículo 9

Ciudad solidaria

(…)

B. Derecho al cuidado

Toda persona tiene derecho al cuidado que sustente su vida y le otorgue los 
elementos materiales y simbólicos para vivir en sociedad a lo largo de 
toda su vida. Las autoridades establecerán un sistema de cuidados que 
preste servicios públicos universales, accesibles, pertinentes, suficientes y 
de calidad y desarrolle políticas públicas. El sistema atenderá de manera 
prioritaria a las personas en situación de dependencia por enfermedad, 
discapacidad, ciclo vital, especialmente la infancia y la vejez y a quienes, de 
manera no remunerada, están a cargo de su cuidado. (…).
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a quienes, de manera no remunerada están a cargo de su 
cuidado, como es el caso de la quejosa.

En ese entendido, este Tribunal advierte que existe 

una obligación a cargo de la Jefa de Gobierno y del Congreso 

de la Ciudad de México, consistente en que en el ámbito de 

sus atribuciones legales, emitan la legislación en materia de 

sistema de cuidados. Máxime que ese deber legislativo tenía 

como límite la emisión de la legislación correspondiente, la 

cual debió entrar en vigor, a más tardar, el treinta y uno de 

diciembre de dos mil veintitrés.

De ahí que acorde con la clasificación de las 

omisiones legislativas reseñadas en párrafos previos, este 

Tribunal aprecia que se está ante una omisión legislativa 

absoluta41 porque el Congreso local y la Jefa de Gobierno no 

41 Sirven de apoyo a lo anterior las tesis de la Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, visibles en la Sistematización de Tesis y 
Ejecutorias publicadas en el Semanario Judicial de la Federación de 1917 a la 
fecha, con registros digitales 2016424 y 2017065, respectivamente, de rubros 
y textos: 

‘‘OMISIONES LEGISLATIVAS. SU CONCEPTO PARA FINES DEL 
JUICIO DE AMPARO. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que en el marco del juicio de amparo sólo habrá una 
omisión legislativa propiamente dicha cuando exista un mandato constitucional 
que establezca de manera precisa el deber de legislar en un determinado 
sentido y esa obligación haya sido incumplida total o parcialmente. En efecto, 
en caso de no existir un mandato constitucional que establezca con toda 
claridad el deber de legislar, la conducta de la autoridad carecería de toda 
relevancia jurídica para efectos del juicio de amparo, de ahí que en esta vía 
procesal no tenga mucho sentido hablar de omisiones de ejercicio potestativo. 
Por último, es importante aclarar que autoridades distintas al Congreso de la 
Unión también podrían estar constitucionalmente obligadas a emitir normas 
generales, abstractas e impersonales.’’ 

‘‘JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES PROCEDENTE CONTRA 
OMISIONES LEGISLATIVAS. De una interpretación sistemática de la fracción 
I del artículo 103 y la fracción VII del artículo 107 de la Constitución, en 
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han acatado un mandato previsto expresamente en la 

Constitución Política de la Ciudad de México. 

Además, en términos del artículo 260 del Reglamento 

del Congreso de la Ciudad de México42, todo asunto que sea 

turnado a una o más comisiones, deberá resolverse en los 

plazos ahí fijados, de modo que la tarea de los legisladores 

del Congreso local estaba sujeta a los plazos previstos en la 

normativa aplicable y a la culminación del periodo de 

sesiones respectivo. 

En ese sentido, si las normas y programas que darían 

efectividad a una política que permitiría el goce del derecho 

conexión con la fracción II del artículo 107 de la Ley de Amparo, se desprende 
que el juicio de amparo indirecto es procedente contra omisiones legislativas 
propiamente dichas, es decir, cuando exista un mandato constitucional que 
establezca de manera precisa el deber de legislar en un determinado sentido y 
esa obligación haya sido incumplida total o parcialmente. En efecto, si el 
Poder Legislativo puede considerarse autoridad responsable para efectos del 
juicio de amparo y la Constitución acepta que las omisiones pueden ser actos 
reclamados, en principio esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
considera que desde una óptica constitucional el juicio de amparo indirecto es 
procedente contra omisiones legislativas. Con todo, para poder sostener de 
manera concluyente que el juicio de amparo indirecto es procedente, además 
debe descartarse que ese impedimento procesal pueda desprenderse de los 
principios constitucionales que disciplinan al juicio de amparo. En este orden 
de ideas, se estima que en este caso no se vulnera el principio de relatividad 
porque dicho principio debe ser reinterpretado a la luz del nuevo marco 
constitucional que disciplina al juicio de amparo y, por tanto, es perfectamente 
admisible que al proteger a la persona que ha solicitado el amparo de manera 
eventual y contingente se pueda llegar a beneficiar a terceros ajenos a la 
controversia constitucional. De todo lo anterior, se desprende que el juicio de 
amparo indirecto es procedente para combatir omisiones legislativas 
absolutas.’’

42 260. Todo asunto turnado a una o más Comisiones lo deberán resolver, 
dentro de un término de cuarenta y cinco días hábiles, a partir de la recepción 
formal del asunto, con las salvedades que este Reglamento establece. El 
dictamen se presentará para su discusión ante el Pleno, en el plazo referido 
en el párrafo anterior, salvo prórroga debidamente fundamentada que apruebe 
el Pleno o la Comisión Permanente a petición de la o las dictaminadoras, por 
un término adicional de la misma duración. Los asuntos no resueltos en los 
términos referidos en este artículo se tendrán por concluidos; sin perjuicio que 
la o las Comisiones puedan retomar su estudio y resolución cuando lo 
autoricen sus miembros a través de la emisión del dictamen correspondiente.
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humano al cuidado no han sido emitidas hasta el momento, 

es patente que el Estado le ha fallado a las personas más 

vulnerables y; por ende, dicha omisión debe cesar, máxime 

que el propósito de reconocer derechos como se realiza en la 

Constitución local es fomentar el respeto, protección, 

promoción y realización, entre otros, de los derechos sociales 

para el bienestar de la población y la prosperidad de la 

Nación.

Entonces, si la Jefa de Gobierno y el Congreso local 

en el ámbito de sus atribuciones legales43 no han llevado a 

cabo su función legislativa no realizado ningún proceso de 

revisión de las iniciativas presentadas en materia del sistema 

de cuidados a fin de cumplir con la obligación prevista en los 

artículos 9, apartado B y VIGÉSIMO transitorio, ambos de la 

Constitución Política de la Ciudad de México, se considera 

que con esa omisión legislativa se viola el referido derecho 

humano; lo cual hace procedente otorgar la protección de la 

Justicia Federal solicitada por la quejosa  ******* ******** 

********

Sirve de apoyo a lo anterior, el criterio contenido en la 

jurisprudencia 2a./J. 69/2024 (11a.), emitida por la Segunda 

Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de la 

Undécima Época, Materia(s): Constitucional, de rubro y texto 

siguiente:

43ARTÍCULO 30. 
De la iniciativa y formación de las leyes 
1. La facultad de iniciar leyes o decretos compete a:

a) La o el Jefe de Gobierno de la Ciudad de México;

b) Las diputadas y diputados al Congreso de la Ciudad de México; (…)
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“ACCESIBILIDAD DE PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD VISUAL. EL ARTÍCULO 8 DE LA 
LEY FEDERAL DE CINEMATOGRAFÍA ES 
INCONSTITUCIONAL PORQUE OMITE QUE LAS 
PELÍCULAS EXHIBIDAS EN LAS SALAS DE CINE 
DEBAN SER DOBLADAS AL ESPAÑOL Y CON 
AUDIO DESCRIPCIÓN.
Hechos: Una persona con discapacidad visual 
permanente reclamó en amparo indirecto el artículo 
referido con motivo de su entrada en vigor. Consideró 
que era discriminatorio porque si bien contemplaba 
medidas de accesibilidad para las personas con 
discapacidad auditiva, las omitía para las personas 
con discapacidad visual.
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que el legislador 
incurrió en una omisión legislativa relativa que genera 
la inconstitucionalidad del artículo 8 de la Ley Federal 
de Cinematografía, al no establecer que las películas 
exhibidas en las salas de cine se encuentren dobladas 
al español y con audio descripción como medida 
razonable para garantizar el derecho a la accesibilidad 
de las personas con discapacidad visual. 
Justificación: El derecho a la accesibilidad no sólo 
implica identificar barreras y eliminarlas, pues la 
obligación de las autoridades no se agota con 
implementar medidas iniciales para que las personas 
con discapacidad puedan acceder, en este caso, al 
contenido de las películas. También implica garantizar 
que puedan hacer uso de las medidas de accesibilidad 
y erradicar cualquier barrera del ambiente que evite el 
uso de esas herramientas en igualdad de condiciones. 
El artículo 8 aludido desatiende ese parámetro de 
constitucionalidad, porque si bien prevé que las 
películas serán exhibidas al público en su versión 
original y subtituladas al español, en favor de las 
personas con discapacidad auditiva, permite que las 
clasificadas para público infantil y los documentales 
educativos se exhiban dobladas pero siempre 
subtituladas en español. Con ello omite considerar a 
las personas con discapacidad visual, a quienes 
injustificadamente se les impide acceder a las 
películas por medio del doblaje y la audio descripción, 
restringiendo su participación en la vida cultural a 
través de formatos accesibles. Tal exigencia no debe 
ser interpretada como absoluta, ya que la exhibición 
de películas en complejos cinematográficos en su 
versión original está permitida, siempre y cuando 
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también ofrezcan la posibilidad de que esas obras 
sean exhibidas con doblaje en español y con audio 
descripción en horarios que permitan razonablemente 
a las personas con discapacidad visual disfrutar de las 
películas que se exhiben a lo largo del día.”

Al resultar fundado el concepto de violación en 

estudio, es innecesario el estudio del resto de los motivos de 

disenso.

Inclusive, del escrito de agravios se observa que la 

quejosa planteó la inconstitucionalidad e inconvencionalidad 

del artículo 61 de la Ley de Amparo, no obstante, tales 

aseveraciones son inatendibles debido a que, como quedó 

plasmado en párrafos precedentes, las causas de 

improcedencia fueron desestimadas; de ahí que sus 

consecuencias no fueron aplicadas en perjuicio de la 

recurrente. 

Finalmente, no pasa inadvertido que la quejosa refiere 

que debe llevarse a cabo una consulta previa; sin embargo, 

en su caso, la procedencia de la consulta será valorada por 

las responsables dentro del proceso legislativo que al efecto 

se realice previamente a la expedición de la norma general. 

NOVENO. Efectos de la concesión. A fin de restituir 

a la parte quejosa en el goce de los derechos fundamentales 

vulnerados, con base en el artículo 77 de la Ley de Amparo, 

lo procedente es conceder la protección constitucional 

solicitada para el efecto de que el Congreso de la Ciudad de 

México, cumpla cabalmente con la obligación relatada; por 

tanto, en términos de la obligación prevista en los artículos 9, 

apartado B y VIGÉSIMO Transitorio, ambos de la 
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Constitución Política de la Ciudad de México, proceda a 

emitir una ley que establezca y regule un sistema de 
cuidados para la Ciudad de México, por lo que toda vez de 

que a la fecha en que se dicta la presente sentencia está 

próximo a concluir el periodo de sesiones en curso, el 
Congreso local deberá cumplir con la referida obligación 
en el segundo periodo ordinario del presente año o, a 
más tardar, en el primero de la siguiente anualidad.  

La temporalidad que se establece en estos 

lineamientos obedece al hecho de que la obligación de 

legislar respecto del Sistema de Cuidados resulta de gran 

complejidad, porque se debe atender a la problemática de  

diversos grupos sociales, por lo que se requiere cumplir con 

ciertas obligaciones para llevar a cabo con esa labor 

legislativa; lo que lleva a otorgar un plazo razonable de 

cumplimiento tal  como lo ha realizado la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación al pronunciarse sobre omisiones 

legislativas.  

Sin que haya lugar a referirse a labor reglamentaria de 

la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, pues es claro 

que ante la problemática advertida respecto de la falta de 

emisión de una legislación en materia de derecho de 

cuidados, aquella estaba imposibilitada para ejercer su 

facultad reglamentaria respecto de supuestos jurídicos que 

no existen; además, se estima que una conclusión distinta no 

implicaría mayor beneficio a la peticionaria de amparo.

En las relatadas consideraciones, al resultar fundada 

la revisión principal e infundada la revisión adhesiva, lo que 
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procede es revocar la sentencia recurrida y conceder la 

protección constitucional solicitada por la quejosa. 

Por lo expuesto y fundado, se

RESUELVE:

PRIMERO. Se revoca la sentencia recurrida.

SEGUNDO. La Justicia de la Unión ampara y protege 

a  ******* ******** ******** en contra del acto reclamado 

consistene en la omisión legislativa atribuida a la autoridad 

responsable Congreso de la Ciudad de México y otra, para 

los efectos precisados en el último considerando de esta 

ejecutoria.

TERCERO. Es infundada la revisión adhesiva 

interpuesta por la autoridad recurrente Congreso de la Ciudad 

de México.

Notifíquese; con testimonio de esta resolución; 

háganse las anotaciones en el libro de control electrónico 

correspondiente; y, en su oportunidad archívese este 

expediente como asunto concluido, el cual es susceptible de 

conservación conforme a lo que se prevé en el Acuerdo 

General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que 

establece las disposiciones en materia de valoración, 

destrucción, digitalización, transferencia, resguardo y destino 
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final de los expedientes judiciales generados por los órganos 

jurisdiccionales.

Así, lo resolvió por unanimidad de votos, en sesión 

ordinaria virtual, el Decimonoveno Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Primer Circuito, integrado por los 

Magistrados Jesús Alfredo Silva García (Presidente), Miguel 

Antonio Núñez Valadez y el secretario en funciones de 

magistrado Luis Enrique García de la Mora, en términos del 

artículo 174, párrafo segundo, del Acuerdo General de 

Carrera Judicial, en congruencia con el diverso 30, de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con 

los numerales V.2.5, V.2.6 y V.2.8 de los Lineamientos para 

integrar las listas de personas habilitadas para sustituir a 

magistradas y magistrados de Circuito, juezas y jueces de 

Distrito, en caso de ausencias temporales superiores a 15 

días y en caso de impedimento, y la autorización del 

Secretario Ejecutivo de Adscripción del Consejo de la 

Judicatura Federal contenida en el oficio SEADS/4386/2024 

de once de diciembre de dos mil veinticuatro, siendo ponente 

el último de los nombrados.

Con fundamento en el artículo 188, primer párrafo, de 

la Ley de Amparo, firman los magistrados: Jesús Alfredo Silva 
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García (presidente), Miguel Antonio Núñez Valadez y el 

secretario en funciones de magistrado Luis Enrique García de 

la Mora, ante el secretario de acuerdos que autoriza y da fe.

MAGISTRADO PRESIDENTE
FIRMADO

JESÚS ALFREDO SILVA GARCÍA

MAGISTRADO
FIRMADO

MIGUEL ANTONIO NÚÑEZ VALADEZ

SECRETARIO EN FUNCIONES DE MAGISTRADO
FIRMADO

LUIS ENRIQUE GARCÍA DE LA MORA

SECRETARIO DE ACUERDOS
FIRMADO

MIGUEL JIMÉNEZ BAUTISTA
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RAZÓN: El veinticuatro de enero de dos mil veinticinco, 

se incluyó el presente asunto en la lista publicada en el 

Sistema Integral de Seguimiento de Expedientes del Consejo 

de la Judicatura Federal, por el Decimonoveno Tribunal 

Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, para 

ser resuelto en sesión ordinaria virtual de treinta del mismo 

mes y año, en la que se determinó retirarlo, el veinte de 

marzo de dos mil veinticinco, se listó nuevamente el asunto 

para ser resuelto en sesión de veintisiete del mismo mes y 

año y/o siguientes. Conste. 

SECRETARIO DE ACUERDOS

FIRMADO

MIGUEL JIMÉNEZ BAUTISTA

veintisiete de marzo de dos mil veinticinco Se giraron los oficios 6138, para notificar el 

acuerdo que antecede.

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



92
R. A. 324/2024, REL 

CON EL R.I. 251/2024

M
IG

U
E

L
 JIM

E
N

E
Z

 B
A

U
T

IST
A

706a6620636a663200000000000000000001ba68
15/05/26 18:00:00

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



EVIDENCIA CRIPTOGRÁFICA - TRANSACCIÓN

Archivo Firmado:

107093561_1442000035975779007.p7m

Autoridad Certificadora:

Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Firmante(s): 4

FIRMANTE
Nombre: MIGUEL JIMENEZ BAUTISTA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.ba.68 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

10/04/25 22:45:02 - 10/04/25 16:45:02 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

c2 4d d2 ce 94 86 33 ec d6 ec 3b ae 7f 9f 85 6c
93 a6 ff aa b6 3a 83 67 8e 1f fa 58 ed cc 26 92
f3 ab 2f 4b 7c 45 6b ec cd d0 10 0c fb 51 62 4d
02 18 1c 5f 2a 9b 53 c1 01 d5 39 3e f2 24 ca df
98 60 88 6f 0e e2 19 fc d5 1f 8f bf 13 a4 87 f9
8c 6c 92 72 00 92 73 f7 b8 4e 87 35 65 97 f3 fd
97 a1 a3 ca 33 9a 9d 2b a8 de 3d 40 fc 5a d3 64
41 29 7a 53 ea e5 68 47 cf b2 7a 04 b2 3e 54 a3
f8 2c 93 30 9a e9 1a 9c cd e9 5e ca e7 13 78 fe
77 2e 92 89 40 d4 15 b7 b5 d0 c9 99 a1 5d 46 00
bf 81 e7 fd d2 9b e6 d5 d9 d7 5d 61 4a 5a fe c8
c1 04 f6 ca 61 92 73 5e 8e cf 88 77 0c c7 ee e2
6e 09 05 9a 9c 23 bb 6c 35 26 f6 dd 12 25 aa c1
e8 7f dd c0 f7 a2 f2 63 b8 c2 90 b5 c0 4f b5 cc
5e f6 4b 10 4d ce 6e ec ea fa ac 35 28 db 19 0b
70 42 1c a1 2b 28 e5 75 10 38 c5 56 59 70 8a 22

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 10/04/25 22:45:02 - 10/04/25 16:45:02

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.ba.68

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 10/04/25 22:45:03 - 10/04/25 16:45:03

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 248225374

Datos estampillados: T6/eo9GtMeLFUfZw4yUcMbKiNxw=

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



FIRMANTE
Nombre: MIGUEL ANTONIO NUÑEZ VALADEZ Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.11.fc Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

10/04/25 22:45:56 - 10/04/25 16:45:56 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

9c c0 de f3 b1 10 d1 29 d7 13 f3 f8 4c 3c 31 ee
0f 97 69 ab 0a d8 6e 61 a3 4d 64 05 2b 7b 40 fc
d4 c5 19 38 81 bf 66 07 fc 65 b5 b8 dc fa fd 3b
2f a0 cf c0 0f 05 f5 76 b5 a0 4f 70 33 86 a0 05
45 a7 12 80 e4 91 9d 59 16 84 9b b4 de fb 4a c6
ef 9a c9 b1 b8 2f 63 5d 4d dc fc 52 d2 11 ce 09
25 ac 88 3a 52 88 83 ef 16 ca b6 c1 08 a4 d0 3c
6d b4 51 d0 93 c8 32 e6 7c 5f a5 2a fd 00 c1 42
62 4d 0b a8 b2 e9 ee 83 aa 67 05 e9 bd c2 ea b2
66 38 ef 13 c9 6f a6 4f aa 00 7a 92 06 5c 88 86
87 a8 ad 49 8f 4e 27 ce 71 fa 6f 53 16 7d fc 34
f7 90 4c 86 29 33 31 4e 32 69 05 09 9e 6e 94 2d
9f 6a a0 16 98 16 c2 f4 5a 38 40 f9 d6 bc 65 76
e2 57 28 8b 08 15 fe 29 dd e5 4a 50 73 63 04 50
7c ab ce 6d 50 70 f4 9b eb c4 77 d5 95 90 eb f4
82 35 c8 f7 c0 88 58 79 3c 5b 67 e9 b1 f9 90 9f

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 10/04/25 22:45:56 - 10/04/25 16:45:56

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.11.fc

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 10/04/25 22:45:57 - 10/04/25 16:45:57

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 248226112

Datos estampillados: jq8qL8kIHPKF4vzqFjHw9f8pAFs=
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FIRMANTE
Nombre: JESÚS ALFREDO SILVA GARCÍA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.26.45 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

10/04/25 22:46:40 - 10/04/25 16:46:40 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

7a 12 92 cb a8 9d 98 6f 57 b6 63 64 d9 e4 de c7
2e b3 e6 d7 e0 75 fa 40 81 55 50 23 fd 08 3c 66
57 3d 6d a0 1d 85 fa fd a5 e3 3b 5d 8c 2c 83 3b
40 68 a5 0c 7d 01 24 9d 67 fc 65 e0 07 df b2 4b
8a 4d 70 80 f3 17 c0 20 e5 77 a3 a4 82 3c 8a 8d
5d 7d ce d5 a1 ad 6b 20 46 ee 7f 5c b9 d2 06 36
e9 d2 02 45 ff aa df 19 78 ff 40 8b 81 4e 59 fa
bb 4f 98 35 7a b7 14 41 6f d6 a1 0f 2d 1c 6c f7
8e e0 2f ce f3 2d 55 e0 b5 43 f5 ab 0d 01 63 78
f6 ff 6d 6e 4d a2 7c 0e 24 cb 42 8d 60 74 37 cf
38 68 2d 62 f9 a7 31 db b2 9e 30 db f4 27 94 ea
50 e9 2e e4 11 7e fc 80 98 f1 cd 99 bf 21 d1 f6
21 8c 11 a2 f2 a0 59 a2 92 c3 a0 6f 74 2b 9e 4d
83 c8 9e e9 ed 0c 2d d0 3f ad 29 81 9b e7 f0 d0
37 2c 56 19 a5 d1 db b0 3f 4a 8c 16 50 46 a5 4b
31 1f 8f 33 c3 b7 5e f6 fb d8 1e 0f 12 d8 44 f5

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 10/04/25 22:46:40 - 10/04/25 16:46:40

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.00.26.45

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 10/04/25 22:46:41 - 10/04/25 16:46:41

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 248226555

Datos estampillados: zetgziLcz0/pW1Ltn5e4r/TnibM=
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FIRMANTE
Nombre: LUIS ENRIQUE GARCIA DE LA MORA Validez: BIEN Vigente

FIRMA
No Serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.ab.54 Revocación: Bien No revocado

Fecha
(UTC/ CDMX)

10/04/25 22:46:44 - 10/04/25 16:46:44 Status: Bien Valida

Algoritmo: RSA-SHA256

Cadena
de firma:

b0 b9 be 64 97 1e 79 9e 3d 2a 7a b3 0a 72 da 82
c5 77 80 da 50 80 5a 9f 94 71 e6 d4 fa 53 8d 47
14 03 cf 28 f3 fb c8 f7 c4 4f 03 81 ae af 76 c1
c6 f2 8a e1 db f0 78 15 40 f3 75 15 c0 44 ac 13
19 f8 39 26 9e d5 44 a5 26 83 12 c4 73 ae 3c e4
65 b8 d4 e7 b1 57 71 1d 41 d8 24 59 a9 57 ff 0c
ee 2f e2 67 57 ca 56 3a 37 f8 6a 9a 6e 22 87 e0
8e 01 60 4f 25 d4 a7 f1 ee d1 d8 64 5a 37 91 6a
1b 79 02 c7 61 ab 01 9c 49 59 71 9f e6 c5 39 85
36 bb ef 81 a1 24 af d7 f7 bb 98 fd ba 1e d6 5b
c9 8d eb fe a3 df 6f 70 bc 63 0f 23 37 2a ab bc
13 20 de 4f bc 05 a9 6b 5d 49 96 23 7c 82 b6 82
e9 ed 39 56 04 76 d1 40 15 dc 32 83 e3 5a 30 9b
fd 09 53 39 07 cf d7 9f be b9 b9 7e 47 13 60 dc
97 3c a3 09 79 d6 31 5c f6 e7 03 ef b7 1c 03 43
6f 87 3a 55 e3 ee b9 5d 91 6f 1d 30 c2 00 75 4f

OCSP
Fecha: (UTC/ CDMX) 10/04/25 22:46:43 - 10/04/25 16:46:43

Nombre del respondedor: Servicio OCSP ACI del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del respondedor: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Número de serie: 70.6a.66.20.63.6a.66.32.00.00.00.00.00.00.00.00.00.01.ab.54

TSP
Fecha : (UTC/ CDMX) 10/04/25 22:46:44 - 10/04/25 16:46:44

Nombre del emisor de la respuesta TSP: Autoridad Emisora de Sellos de Tiempo del Consejo de la Judicatura Federal

Emisor del certificado TSP: Autoridad Certificadora Intermedia del Consejo de la Judicatura Federal

Identificador de la respuesta TSP: 248226572

Datos estampillados: v+C0wdkZJOPr/QAfG7ELQ4+ktQk=
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aEl licenciado(a) Christian Daniel MartÃnez Barrena, hago constar y certifico

que en términos de lo previsto en los artículos 8, 13, 14, 18 y demás
conducentes en lo relativo de  la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública  Gubernamental, en esta versión pública se suprime la
información  considerada legalmente como reservada o confidencial que
encuadra  en el ordenamiento mencionado. Conste.


